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En la actualidad, el problema de la gestión de información es uno de los problemas 
más difíciles que enfrenta el Poder Judicial, dada la cultura del secreto que impera 
en el Perú, y las diversas y preocupantes manifestaciones de corrupción existentes 
en las distintas entidades públicas de nuestro país en general, y en el Poder Judicial 
en particular. Este trabajo de investigación buscará establecer cuál es la relación 
directa que tiene este problema de gestión de información con las manifestaciones 
de corrupción en el Poder Judicial peruano y en la integridad de los jueces del Perú, 
afectando la reputación y, por ende, la imagen institucional del Poder Judicial. En 
este sentido, el trabajo se centrará en las salas penales de la Corte Suprema del 
Perú.  
Este problema de gestión de información sin duda vulnera el acceso a la justicia. 
El presente texto busca especificar cuál es el estado de la cuestión en lo que a 
gestión de la información se refiere, para intentar mejorar así, muy especialmente, 
la gestión y el desempeño de las salas penales de la Corte Suprema del Perú (con 
singular incidencia en la gestión y tramitación de causas, calidad de la información 
producida, mayor facilidad en la toma de decisiones y predictibilidad de decisiones 
judiciales).   
 
 Para alcanzar estos objetivos, se ha recurrido a la utilización de diversas fuentes. 
La búsqueda y revisión de información de investigaciones previas, así como la 
lectura de normas vigentes y una amplia búsqueda de bibliografía especializada, 
han servido de base para un análisis de la situación actual.  
 
 Por ello, se han llevado a cabo entrevistas a jueces penales y funcionarios de la 
Corte Suprema de Justicia, así como de abogados especialistas en el tema de 
corrupción y sistema de justicia. Además, y siendo conscientes de que estamos 
ante problemas que reclaman un tratamiento de carácter interdisciplinario, también 
se obtuvo la opinión de un psicoanalista, a fin de obtener una visión sobre los 
orígenes de la deshonestidad o corrupción en el ser humano desde el punto de 
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vista psicoanalítico.   Adicionalmente se llevó a cabo un muestreo cuantitativo 
anónimo donde se obtuvo la opinión de 266 personas sobre los temas abordados 
en esta investigación. Es necesario aquí anotar que todas las personas que 
opinaron son usuarias de algún modo del sistema de justicia.     
 
Palabras clave: Gestión de la información. Corrupción en el sistema judicial. 








Nowadays, the issue of information management is one of the most difficult 
problems faced in the Judicial Power, given the culture of secrecy that prevails in 
Peru, and the disturbing expressions of corruption existing in the different public 
entities of our country, in general, and in the Judicial Power, in particular. This 
research work will try to establish the direct relationship that the problem of 
information management has with the manifestations of corruption in the Peruvian 
Judicial Power and the integrity of the judges in Peru, affecting the reputation, and 
hence, the institutional image of the Judicial Power. To this effect, the foregoing 
research will focus on the criminal courts of the Supreme Court of Peru.   
 
Undoubtedly, the problem of information management infringes the right of access 
to justice. This research seeks to specify the state of the art with respect to 
information management, trying to improve, very particularly, the management and 
performance of the criminal courts of the Supreme Court of Peru (with special 
incidence in the management and processing of cases, quality of information 
produced, greater ease in the decision making process, and predictability of court 
decisions).  
 
 To achieve these goals, various sources were used. The research and revision of 
previous investigations, as well as the revision of current legislation, along with a 
thorough analysis of specialized bibliography, have provided the basis for analyzing 
the current situation.  
 
Thus, interviews were conducted to criminal judges and public officials of the 
Supreme Court, as well as specialized lawyers in corruption and the justice system. 
Furthermore, and being well aware that we are facing a problem which merits and 
interdisciplinary approach, the opinion of a psychoanalyst was also taken, in order 
to get the perspective about the origins of dishonesty or corruption in the human 
being, from a psychoanalytical point of view. An anonymous quantitative sampling 
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was also carried out wherein the opinion of 266 individuals was obtained about the 
issues addressed in the foregoing research. It is necessary to point out that all the 
individuals who gave their opinion are or have been users of the judicial system in 
one way or the other.  
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El presente trabajo de investigación está basado en el tema de la gestión de la 
información con incidencia jurisdiccional y su efecto en la transparencia con la que 
operan, muy especialmente, los jueces de las salas penales de la Corte Suprema 
de Justicia del Perú - 2018. Se plantea en esta investigación que la gestión de la 
información tiene incidencia directa en aspectos como la generación de actos de 
corrupción dentro del Poder Judicial, o en la afectación de la integridad de los 
jueces, lo cual, sin duda, tiene un impacto negativo, entre otros aspectos, en la 
reputación institucional del Poder Judicial peruano. En términos de gestión pública, 
la preocupación por generar y proteger la reputación de una entidad se vincula muy 
estrechamente con la labor asumida por las unidades de imagen institucional que 
tienen esas instituciones. 
 
En este sentido, la investigación de esta problemática se realizó por el interés de 
verificar cómo se está gestionando la información en las salas penales de la Corte 
Suprema de Justicia del Perú y en qué medida esto incide en actos de corrupción, 
en la integridad de los jueces y en la reputación y buena imagen institucional. No 
cabe duda pues que la corrupción es un flagelo que afecta al país, vulnerando los 
derechos de las personas, destruyendo la institucionalidad democrática y 
acentuando las desigualdades.   
 
Ahora bien, y en este contexto, cabe anotar que el desarrollo de la presente 
investigación, se divulgaron los famosos “audios de la vergüenza”. Allí se puso de 
manifiesto la red de corrupción que existía al interior de algunas instituciones del 
sistema de justicia peruano (Consejo Nacional de la Magistratura, Ministerio 
Público y Poder Judicial).  
 
Corresponde entonces ahora señalar que la presente investigación está contenida 
en cinco capítulos. El primer capítulo expone la problemática, la hipótesis, así como 
el objetivo general y específico de la investigación. 
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El segundo capítulo contiene el marco teórico sobre gestión de la información, 
corrupción, integridad y reputación institucional. 
 
El tercer capítulo contiene el trabajo de campo el cual se divide en un aspecto 
cualitativo y en uno cuantitativo. En cuanto al aspecto cualitativo, se analizaron 
diversos documentos relacionados al tema de la presente investigación y se 
llevaron a cabo entrevistas a jueces de las salas penales de la Corte Suprema de 
Justicia del Perú, abogados especialistas en temas de corrupción y justicia y un 
psicoanalista. En cuanto a lo cuantitativo, se aplicó una encuesta on line a 262 
personas, la cual tuvo como base el criterio de inclusión a los encuestados el ser 
usuarios de o del sistema de justicia en el Perú. 
 
En el cuarto y quinto capítulo se presentan las conclusiones y recomendaciones de 







Planteamiento del Problema 
  
El sistema judicial no gestiona la información con incidencia jurisdiccional de 
manera adecuada. Existe una cultura del secreto que afecta la transparencia y -
con ello- nos encontramos ante un sistema judicial que propicia actos de corrupción 
y socaba la integridad de los jueces en su labor jurisprudencial. Esto, sin duda, 
tiene un impacto directo en la reputación institucional. Por ello, la siguiente 
investigación tiene como estructura la definición de los problemas que se 




¿Cómo un sistema judicial que no gestiona adecuadamente la información con 
incidencia jurisdiccional en los procesos penales ante la Corte Suprema de Justicia 





a) ¿Cómo se gestiona la información con incidencia jurisdiccional en los 
procesos penales ante la Corte Suprema? 
 
b) ¿Cómo influye una mala gestión de la información con incidencia 
jurisdiccional en la comisión de actos de corrupción?   
 
c) ¿Cómo influye una mala gestión de la información con incidencia 
jurisdiccional en la integridad de jueces (supremos en los procesos penales), 
así como socaba la reputación institucional del Poder Judicial? 
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En este sentido, para el desarrollo del presente trabajo se ha de considerar analizar 
las siguientes variables: 
 
Variable independiente: 




• Gestión de la información. 
• Incidencia jurisdiccional. 
 
1.1. Hipótesis general e hipótesis específicas  
 
Hipótesis general:  
Un sistema judicial que no gestiona adecuadamente la información con 
incidencia jurisdiccional propicia actos de corrupción, socaba la integridad de 




a) Se gestiona la información con incidencia jurisdiccional en los procesos 
penales ante la Corte Suprema. 
 
b) Influye una mala gestión de la información con incidencia jurisdiccional 
en la comisión de actos de corrupción. 
 
c) La mala gestión de información con incidencia jurisdiccional en la 
integridad de jueces (supremos en los procesos penales), así como 
socaba la reputación institucional del Poder Judicial. 
 
1.2. Objetivo general y objetivos específicos 
Objetivo general:  
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Determinar cómo un sistema judicial que no gestiona adecuadamente la 
información con incidencia jurisdiccional en los procesos penales ante la Corte 
Suprema de Justicia del Perú propicia actos de corrupción, socaba la 
integridad de los jueces y la reputación institucional.  
 
Objetivos específicos:  
 
a) Determinar cómo se gestiona la información con incidencia 
jurisdiccional en los procesos penales ante la Corte Suprema. 
 
b) Determinar cómo influye una mala gestión de la información con 
incidencia jurisdiccional en la comisión de actos de corrupción. 
 
c) Determinar cómo influye una mala gestión de la información con 
incidencia jurisdiccional en la integridad de los jueces (supremos en 




El problema de la gestión de información es uno de los álgidos que enfrenta 
el Poder Judicial, dada la cultura del secreto que impera en el Perú y las 
diversas y preocupantes manifestaciones de corrupción existentes en las 
distintas entidades públicas de nuestro país en general. El presente trabajo 
de investigación busca establecer cuál es la relación directa que tiene este 
problema de gestión de información con las manifestaciones de corrupción en 
el Poder Judicial peruano o con la integridad de los jueces del Perú, afectando 
la reputación y, por ende, la imagen institucional del Poder Judicial. En este 
sentido, el trabajo se centra en las salas penales de la Corte Suprema de 
Justicia del Perú.  
 
Este problema de gestión de información -sin duda- vulnera el acceso a la 
justicia. La investigación busca especificar cuál es el estado de la cuestión en 
lo que a gestión de la información se refiere, para intentar mejorar así, muy 
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especialmente, la gestión y el desempeño de las salas penales de la Corte 
Suprema del Perú (con singular incidencia en la gestión y tramitación de 
causas, calidad de la información producida, mayor facilidad en la toma de 
decisiones y predictibilidad de decisiones judiciales).   
 
Para alcanzar estos objetivos, se ha recurrido a la utilización de diversas 
fuentes. La búsqueda y revisión de información de investigaciones previas, 
así como la lectura de normas vigentes y una amplia búsqueda de bibliografía 
especializada, han servido de base para un análisis de la situación actual.  
 
Por ello, se llevaron a cabo entrevistas en profundidad a jueces penales y 
funcionarios de la Corte Suprema de Justicia, así como a abogados 
especialistas en el tema de corrupción y sistema de justicia. Además, y siendo 
conscientes de que estamos ante problemas que reclaman un tratamiento de 
carácter interdisciplinario, también se obtuvo la opinión de un psicoanalista, a 
fin de obtener una visión sobre los orígenes de la deshonestidad o corrupción 
en el ser humano desde el punto de vista psicoanalítico. Adicionalmente se 
llevó a cabo un muestreo cuantitativo anónimo donde se obtuvo la opinión de 
262 personas sobre los temas abordados en esta investigación. Es necesario 
aquí anotar que todas las personas que opinaron son usuarias de algún modo 
del sistema de justicia. En este sentido, se justifica la importancia de esta 
investigación por los siguientes criterios:  
 
Desde el punto de vista teórico, esta investigación es relevante porque se 
considera una metodología de investigación mixta: cualitativa y cuantitativa, 
las cuales permiten hacer de esta investigación un documento confiable, 
convirtiéndose de esta manera en una herramienta de análisis respecto a la 
reputación institucional del Poder Judicial y la integridad de sus jueces por 
una gestión deficiente de la información con incidencia jurisdiccional en los 
procesos penales ante la Corte Suprema, en el período investigado. 
 
Desde el punto de vista práctico, pretende contribuir con la mejora de la 
reputación del Poder Judicial, una entidad que en los últimos años se ha visto 
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envuelta en diversos escándalos directamente ligados con la corrupción de 
sus funcionarios.   
 
Finalmente, desde el punto de vista metodológico y práctico esta investigación 
es relevante porque pone de manifiesto la existencia de mecanismos de 
transparencia que permiten a la población tener acceso a la información y así 
poder sumar la participación social en asuntos públicos y combatir la 








2.1. Marco teórico 
Dado que la mira central de este análisis está puesta en cómo un sistema 
judicial inadecuado, orientado a la monopolización de la información 
administrativa con incidencia jurisdiccional, propicia actos de corrupción, lo 
cual a su vez impacta la calidad del servicio que recibe el ciudadano, será 
necesario plantear a continuación algunos parámetros que sirvan de ejes 
conceptuales. 
  
2.1.1. Gestión de la información. 
El derecho de acceso a la información pública reviste en la actualidad 
un reconocimiento prácticamente universal como derecho humano 
fundamental. Es reconocido como una herramienta indispensable 
para la lucha contra la corrupción y el control ciudadano de los actos 
públicos. (Morandini, 2017, p. 2)   
 
La información que se encuentra en poder de las entidades públicas 
o que gestionan intereses públicos resulta esencial para el diseño de 
políticas públicas, la toma de decisiones, el control de la gestión y el 
entrecruzamiento de datos para adoptar políticas preventivas y 
proactivas. (Morandini, 2017, p. 2). 
 
Cuando la sociedad civil cuenta con información pública que incide en 
su vida en sociedad puede ejercer de manera más eficiente sus 
derechos cívicos, principalmente en democracias bajo un sistema 
constitucional de Derecho. A esto se ha llamado el derecho al ejercicio 
informado de los derechos civiles y políticos. (Morandini, 2017, p. 4). 
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El acceso a la información es una herramienta vital en la lucha contra 
la corrupción porque implementa efectivamente el control público en 
todos los actos del gobierno, hace más difícil la corrupción, y 
promueve mayor rendición de cuentas, haciendo posible revelar 
abusos, errores y debilidades en la gestión pública. (Morandini, 2017, 
p. 5). 
 
Para desarrollar una convivencia democrática y una cultura de paz se 
hace necesario contar, entre otros factores, con un sistema de justicia 
accesible, responsable, confiable, transparente y eficiente. Sin 
embargo, el sistema de justicia es percibido por los administrados 
como un espacio de difícil acceso por varios factores, uno de los 
cuales es la forma poco transparente en que se toman las decisiones 
jurisdiccionales, lo cual, genera la sensación de ser susceptible de 
ceder ante presiones o incurrir en casos de corrupción (Correa y 
Espinosa - Saldaña, 2009, p.11).  
 
El uso de tecnologías de la información en el sistema de justicia en 
general, y específicamente en el Poder Judicial, puede traer 
beneficios muy importantes. En este sentido, de un lado, los 
profesionales de este sistema pueden obtener mayor información y 
transparencia, y brindar un servicio de manera más eficaz y eficiente. 
De otro, los usuarios del sistema pueden relacionarse mejor con el 
sistema, ahorrar tiempo, disminuir costos y acceder a un servicio de 
mayor calidad. En general, el uso de tecnologías de la información 
implica que los ciudadanos tengan la justicia más cerca (Lillo, 2011). 
 
Ahora bien, Lilo (2011) refiere que el aporte de las tecnologías de la 
información en el sistema de justicia puede, de un lado, ser útil para 
el acceso a la justicia (mejorando el vínculo entre el sistema judicial y 
la ciudadanía) y, por otro, para mejorar la gestión y el desempeño de 
las instituciones que conforman el sistema judicial (gestión y 
tramitación de causas, calidad de la información producida y mayor 
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facilidad en la toma de decisiones). Es en esta segunda acepción 
donde se centrará el presente trabajo.  
 
Así mismo, Gil (2011) enfatiza que el concepto de gestión de 
información (GI) es considerado como el proceso para la obtención 
de la información adecuada, en la forma correcta, para la persona u 
organización indicada, al precio adecuado, en el tiempo oportuno y 
lugar apropiado, para tomar la decisión adecuada. Aspectos que 
requieren de establecer los medios propicios para que las personas 
involucradas en su recolección, organización, almacenamiento, 
recuperación y uso de la información útil que será transformada, tanto 
de forma individual como colectiva en conocimiento gracias a su 
gestión. 
 
En este sentido, Luque (2001) refiere que la gestión de la información 
es un presupuesto para asegurar transparencia. La transparencia a 
su vez evita caer en una “cultura del secreto”, que a su vez suele 
propiciar el surgimiento de situaciones de corrupción. Por ello, se 
manifiesta que una mala gestión en la información con incidencia 
jurisdiccional puede conllevar a una vulneración o una amenaza de 
vulneración a la integridad de los jueces, así como un menoscabo a 
la reputación institucional del Poder Judicial. 
   
Conviene tener presente que lo señalado en los párrafos anteriores 
describe la regla general a seguir. Sin duda alguna, el secreto puede 
existir dentro del manejo de información pública en general, y de 
información judicial en particular. Ahora bien, el secreto es una 
excepción a la regla general (Luque, 2001), y su existencia solo se 
justifica mediante ley expresa, o a través de la aplicación de un juicio 
de proporcionalidad en cada caso en particular.  
 
No cabe duda pues que el derecho a la información es vital para 
prevenir la corrupción. Cuando los ciudadanos tienen acceso a 
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información clave de sus gobiernos es más difícil esconder abusos de 
poder y otras actividades ilegales. Sin embargo, aun cuando exista un 
marco jurídico que proteja el acceso, es posible que esta normativa 
no cumpla con estándares internacionales o que no exista una 
correcta materialización o promoción. Del mismo modo, en aquellos 
estados donde existe gran burocracia, es posible que la información 
esté disponible pero no estar al alcance de los ciudadanos 
(Transparency International, 2018). 
 
Ahora bien, y en lo que al sistema judicial se refiere, la transparencia 
implica el mecanismo mediante el cual se puede incrementar la 
información de la ciudadanía sobre el sistema judicial y servir como 
una de las herramientas disponibles en la lucha contra la corrupción 
en el Poder Judicial.  Para ello, se requiere que los procedimientos 
disciplinarios, de nombramientos de jueces, entre otros, sean 
transparentes y objetivos y que la ciudadanía cuente con mecanismos 
para poder impugnar estos actos cuando haya evidencia de 
irregularidades (Transparency International, 2007). 
 
Los problemas expuestos en los párrafos anteriores no han sido 
ajenos a los ojos de las distintas cortes de varios países. En efecto, 
han sido objeto de reuniones, acuerdos y recomendaciones a nivel 
internacional.  
 
Por ello, Bernasconi (2016) asegura que en los últimos tiempos ha 
cobrado importancia la necesidad de procesar información de calidad 
y políticamente relevante para la gestión estratégica de los gobiernos. 
Estas labores de planificación, coordinación y monitoreo de políticas 
prioritarias requieren contar con herramientas que faciliten la toma de 
decisiones para optimizar la gestión y el impacto de dichas políticas.   
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A. Los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de la 
Organización de Naciones Unidas 
En el año 2015, y luego de ocho rondas de negociaciones 
intergubernamentales, se lanza la Agenda 2010 para el 
desarrollo sostenible y los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible 
(ODS), que reemplazan a los Objetivos de Desarrollo del Milenio 
(ODM).  
 
Los 17 ODS (con 169 metas en total) entraron en vigencia en el 
año 2016 y guiarán el quehacer de las Naciones Unidas por los 
próximos quince años. La Agenda 2030 coloca a la persona 
humana en el centro de la labor a seguir, y tiene un enfoque de 
derechos basado en la igualdad y la dignidad humana, 
poniéndose especial énfasis en la erradicación de la pobreza y 
la reducción de desigualdades. 
  
En lo que a gestión de la información se refiere, y 
específicamente en lo que se relaciona al tema judicial, el 
Objetivo 16 se refiere específicamente a justicia, y entre las 
metas allí planteadas encontramos las siguientes: 
 
16.3) Promover el Estado de Derecho a nivel nacional e 
internacional y garantizar la igualdad de acceso a la 
justicia para todos.   
16.6) Crear instituciones eficaces y transparentes que rindan 
cuentas. 
16.10) Garantizar el acceso público a la información y proteger 
las libertades fundamentales, de conformidad con las 
normas nacionales y los acuerdos internacionales.   
 
B. Alianza para un Gobierno Abierto (AGA 
La Alianza para el Gobierno Abierto es una iniciativa multilateral, 
integrada por México, Brasil, Estados Unidos, Filipinas, 
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Indonesia, Noruega, Reino Unido, Sudáfrica y Tanzania, y tiene 
como objetivo generar gobiernos más transparentes, efectivos y 
que rindan cuentas con instituciones que propicien la 
participación social.  Ello a fin de promover la transparencia, 
aumentar la participación social en asuntos públicos y combatir 
la corrupción. Esta iniciativa se lanzó en el año 2011, y desde 
entonces varios países iberoamericanos se han unido 
elaborando planes de acción con compromisos concretos en 
transparencia, participación ciudadana, rendición de cuentas e 
innovación y tecnología. 
 
C. Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE) 
La organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
fue creada en 1961para promover políticas que propicien el 
bienestar económico y social de todas las personas del mundo. 
En este sentido, la OCDE apoya los esfuerzos por construir 
gobiernos más transparentes, participativos y que rindan cuenta 
de sus actos a fin de que los ciudadanos confíen en ellos. Es así 
que la OCDE ha prestado atención y apoya a los países que 
muestran avances en la participación e involucramientos de 
todos los poderes del Estado, poniendo especial énfasis en el 
concepto de Estado Abierto.  
  
D. Centro Latinoamericano de Administración para el Desarrollo 
(CLAD) 
El Centro Latinoamericano de Administración para el Desarrollo 
(CLAD) se creó en el año 1972 a iniciativa de Perú, México y 
Venezuela. Su creación fue respaldada por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas, con la finalidad de establecer una 
entidad regional que tuviera como eje de su actividad la 
modernización de las administraciones públicas. 
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Entre el 7 y 8 de julio de 2016 se llevó a cabo la XVII Conferencia 
Iberoamericana de Ministros de Administración Pública y 
Reforma del Estado, durante la cual se aprobó la Carta 
Iberoamericana de Gobierno Abierto.  Ello, como respuesta a la 
necesidad creciente de contar con una gestión pública eficaz, 
responsable, receptiva, incluyente y participativa, que permita 
garantizar la construcción de sociedades más prósperas, 
equitativas y justas (XVII Conferencia Iberoamericana de 
Ministros de Administración Pública y Reforma del Estado, 
2016). 
 
En este punto, cabe definir sucintamente, por no ser el objeto 
del presente trabajo, lo que ha de entenderse por gobierno 
abierto. Entendemos pues por gobierno abierto como aquel que 
promueve la transparencia, la colaboración y la participación, lo 
cual se logra, entre otros elementos, mediante el uso de 
herramientas tecnológicas. Entre estas herramientas, las 
principales son sin duda las vinculadas a la apertura de datos 
que viene dado por el libre acceso a la información y a datos 
públicos.  
 
También destaca la denominada acción abierta, la cual se 
habilita mediante la participación de la ciudadanía a través de 
medios (especialmente las redes sociales). Ahora bien, gobierno 
abierto no es equivalente a gobierno electrónico, sino que va 
más allá, en el sentido que trasciende el concepto de un Estado 
eficaz, eficiente y para el ciudadano, para referirse a un Estado 
significativamente más abierto. En este sentido, la novedad 
viene dada en los medios para alcanzar los objetivos del 
gobierno abierto (Jiménez 2012). 
  
Es claro pues que, para alcanzar este objetivo, se requiere una 
mayor interacción entre Estado y sociedad, a través de 
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gobiernos transparentes que rindan cuentas, que promuevan 
espacios de participación ciudadana efectiva y que colaboren, 
de manera regular y significativa, para avanzar hacia las metas 
de equidad, de superación de la desigualdad y alcanzar la 
justicia social, con la promesa permanente de un Estado al 
servicio del bien común y de la ciudadanía (XVII Conferencia 
Iberoamericana de Ministros de Administración Pública y 
Reforma del Estado, 2016. p.2). Ahora bien, esta Carta 
establece como finalidad del gobierno abierto, lo siguiente: 
 
“Las políticas y acciones de gobierno abierto que lleven a cabo 
los países deberán buscar crear valor público teniendo por 
finalidad la concreción del derecho de los ciudadanos a un buen 
gobierno, que se traduzca en un mayor bienestar y prosperidad, 
en mejores servicios públicos y calidad de vida de las personas, 
para contribuir al fortalecimiento de la democracia, afianzar la 
confianza del ciudadano en la administración pública y al 
desarrollo efectivo de las máximas del bien común, el buen vivir, 
el vivir bien y la felicidad de las ciudadanas y ciudadanos bajo 
una perspectiva de desarrollo sostenible, inclusión y respeto a la 
dignidad humana y la diversidad cultural.” (XVII Conferencia 
Iberoamericana de Ministros de Administración Pública y 
Reforma del Estado, 2016. p.5).  
   
La Carta señala que la transparencia y el acceso a la 
información pública es uno de los pilares del gobierno abierto: 
 
 “La transparencia deberá orientar la relación de los gobiernos y 
administraciones públicas con los ciudadanos en el manejo de 
los asuntos públicos. La transparencia implicará dos ámbitos 
cruciales: el derecho de acceso a la información que está en 
poder de las instituciones públicas y que puedan solicitar los 
ciudadanos, y también la obligación de los gobiernos de poner a 
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disposición de la ciudadanía, de forma proactiva, aquella 
información que den cuenta de sus actividades, del uso de los 
recursos públicos y sus resultados, con base en los principios de 
la publicidad activa, tales como la relevancia, exigibilidad, 
accesibilidad, oportunidad, veracidad, comprensibilidad, 
sencillez y máxima divulgación” (XVII Conferencia 
Iberoamericana de Ministros de Administración Pública y 
Reforma del Estado, 2016. P.6). 
     
No cabe duda de que estas medidas conllevan beneficios 
ligados a la promoción y el desarrollo de políticas de apertura a 
nivel gubernamental, como, por ejemplo, generar mayor 
confianza en el Estado, lo cual, en última instancia, genera una 
mejor disposición y actitud al interior de un gobierno, enfatizando 
la importancia de una gestión transparente (XVII Conferencia 
Iberoamericana de Ministros de Administración Pública y 
Reforma del Estado, 2016. p.8).  
 
De otro lado, como uno de los principios, la Carta menciona la 
ética pública e integridad, señalando lo siguiente: 
 
“Principio de ética pública e integridad: entendido como la 
observancia de valores y el deber de los servidores públicos de 
actuar con rectitud, lealtad y honestidad, promoviendo la misión 
de servicio, la probidad, la honradez, la integridad, la 
imparcialidad, la buena fe, la confianza mutua, la solidaridad, la 
corresponsabilidad social, la dedicación al trabajo en el marco 
de los más altos estándares profesionales, el respeto a los 
ciudadanos, la diligencia, la austeridad en el manejo de los 
fondos y recursos públicos, así como la primacía del interés 
general sobre el particular” (XVII Conferencia Iberoamericana de 
Ministros  de Administración Pública y Reforma del Estado, 
2016. p.9).  
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Asimismo, la Carta menciona como otro de sus principios a la 
responsabilidad pública y corresponsabilidad con la ciudadanía, 
señalando lo siguiente:  
   
“Principio de responsabilidad pública y corresponsabilidad con 
la ciudadanía: los gobiernos y las administraciones públicas 
tienen que responder por su gestión, estar abiertos al escrutinio 
público, ser receptivos a la crítica y permeables a las propuestas 
de mejora continua y de cambio e innovación provenientes 
desde la ciudadanía. Asimismo, se promoverá la creación de 
espacios de trabajo conjunto con los actores de la sociedad para 
generar valor público” (XVII Conferencia Iberoamericana de 
Ministros de Administración Pública y Reforma del Estado, 2016. 
p.10). 
   
Ahora bien, la Carta menciona cómo deberá materializarse el 
gobierno abierto en determinados espacios, entre los que se 
refiere al Poder Judicial:  
 
El sector de la justicia es uno de los espacios institucionales 
donde mayor impacto puede tener la aplicación de los pilares y 
principios del gobierno abierto en el contexto iberoamericano. 
Ello es así pues en el Poder Judicial persiste una fuerte cultura 
de la reserva, bajo el argumento de la preservación de la 
autonomía e independencia judicial. Por tal razón, se exhorta al 
Poder Judicial y a los órganos de administración de justicia a 
diseñar y desarrollar de forma coherente, abierta y coordinada 
una hoja de ruta que, considerando sus particularidades, 
permitiera configurar un modelo de Justicia Abierta. 
 
En su materialización, podría asumirse el principio de 
transparencia y el sometimiento al escrutinio público, que 
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tradicionalmente ha comprendido tanto el acceso a información 
sobre asuntos de orden jurisdiccional (sentencias y decisiones 
de los jueces), como aquella sobre gestión y administración de 
la justicia. “Algunos de los desafíos a emprender en este ámbito 
guardan relación con, por ejemplo: generar mecanismos de 
seguimiento de procesos en cada instancia judicial a través del 
uso de TIC; promover la transparencia en la selección de jueces; 
contar con expedientes públicos de calificación, evaluación y 
sanción de jueces; entre otros derroteros. No obstante, deben 
considerarse las particularidades inherentes al Poder Judicial en 
el contexto iberoamericano para poder evaluar la promoción y 
aplicación de los pilares expresados en esta Carta, en especial 
en lo relativo a los conceptos de transparencia y espacios de 
participación ciudadana”, (XVII Conferencia Iberoamericana de 
Ministros de Administración Pública y Reforma del Estado, 2016. 
p.17).  
 
E. La Cumbre Judicial Iberoamericana  
La Cumbre Judicial Iberoamericana es una organización que 
trabaja para mejorar las labores de impartición de justicia, 
articulando los esfuerzos que en ese sentido estén dispuestos a 
asumir los diferentes Poderes Judiciales y Consejos de la 
Magistratura. Esta organización ha mostrado una preocupación 
constante por lograr y mantener la excelencia en el servicio que 
se presta a la sociedad por parte de los jueces. Se busca pues 
una mejora constante, la innovación y el fortalecimiento del 
sistema de justicia en cada uno de los países que conforman 
esta Cumbre para poder desarrollar así una justicia con 
transparencia, participación y colaboración, mediante el uso de 
las nuevas tecnologías y la gestión a partir de los enfoques de 
modernización, valor público y buen gobierno (XIX Cumbre 
Judicial Iberoamericana, 2017).  
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En ese contexto, desde Cumbre Judicial Iberoamericana se han 
desarrollado algunos aportes en diversos temas, entre los 
cuales se puede mencionar los siguientes: 
 
• Protocolo de cooperación judicial internacional 
• Transparencia, rendición de cuentas e integridad         
• Protocolo de acceso a la justicia para personas y grupos 
vulnerables 
• Carta iberoamericana de derecho de las víctimas 
• Decálogo iberoamericano de la justicia de calidad 
• Buenas prácticas en materia de corrupción 
• Buenas prácticas en materia de comunicación 
• Normas mínimas de seguridad jurídica 
• Código iberoamericano de ética judicial 
• Carta de derechos de las personas ante la justicia 
• Estatuto del juez iberoamericano 
 
Dentro del marco de buenas prácticas en materia de 
comunicación se trabajó un documento denominado “Principios, 
reglas y buenas prácticas sobre las relaciones entre los poderes 
judiciales y los medios de comunicación” (VII Cumbre 
Iberoamericana de Presidentes de Corte Suprema y Tribunales 
Supremos). Aun cuando el preámbulo del referido documento 
establece como finalidad la “elaboración de reglas básicas y 
recomendaciones que establezcan las pautas en torno a las 
cuales deben discurrir las relaciones entre Justicia y los medios 
de comunicación”, quienes suscribieron el documento no fueron 
ajenos al factor transparencia en el ámbito jurisdiccional, 
señalando lo siguiente: 
 
“En el ámbito jurisdiccional la transparencia exige el 
establecimiento de mecanismos de acceso en tiempo razonable 
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a una información completa, comprensible, veraz y objetiva y 
con especial atención a la protección de los derechos al honor y 
la intimidad de las personas, así como los datos de carácter 
personal establecido en las leyes” (Principios, reglas y buenas 
prácticas sobre las relaciones entre los poderes judiciales y los 
medios de comunicación, Cumbre Judicial Iberoamericana” 
(Cumbre Judicial Iberoamericana, 2002, p. 2). 
 
De otro lado, en el marco de transparencia, integridad y 
rendición de cuentas, se trabajó un documento denominado 
“Recomendaciones en materia de transparencia, rendición de 
cuentas e integridad en los sistemas de justicia 
iberoamericanos”, cuyo objetivo principal fue incorporar la 
transparencia, integridad y rendición de cuentas como valores 
fundamentales de los sistemas judiciales iberoamericanos a fin 
de, entre otros factores, generar confianza entre los usuarios de 
dichos sistemas. Es así que el punto 8 del Capítulo Segundo del 
referido documento establece lo siguiente: 
 
Los países iberoamericanos deben materializar y promover 
acciones de transparencia (activa, pasiva, interna y externa) 
predominantemente a través de los medios tecnológicos 
disponibles, comprendiendo la información relevante del 
funcionamiento del sistema judicial y de sus integrantes, de 
manera oportuna y constantemente actualizada. (Cumbre 
Judicial Iberoamericana, Recomendaciones en materia de 
transparencia, rendición de cuentas e integridad en los sistemas 
de justicia iberoamericanos, 2002, p. 4) 
 
En la misma línea de ideas, el punto 13 del capítulo Segundo del 
mismo documento establece lo siguiente: 
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Los países iberoamericanos deben materializar y promover 
acciones de transparencia (activa, pasiva, interna y externa) 
predominantemente a través de los medios tecnológicos 
disponibles, comprendiendo la información relevante del 
funcionamiento del sistema judicial y de sus integrantes, de 
manera oportuna y constantemente actualizada. (Cumbre 
Judicial Iberoamericana, Recomendaciones en materia de 
transparencia, rendición de cuentas e integridad en los sistemas 
de justicia iberoamericanos, 2002, p. 5) 
 
2.1.2. Corrupción 
Toca ahora hablar sobre el fenómeno que tanto preocupa a todos, 
sobre todo cuando se presenta a nivel de funcionarios con 
responsabilidades tan relevantes como las que desempeñan jueces y 
fiscales: el de la corrupción. Y es que en la actualidad se habla mucho 
de corrupción. Sin embargo, qué se entiende por corrupción, dónde 
se da la corrupción, hasta dónde es corrupción y a partir de dónde ya 
no lo es son todas preguntas que a menudo se hacen y que pocas 
veces se responden. Solo en la medida que se empiece por tener 
nociones más o menos claras sobre lo que es la corrupción, se podrá 
empezar a debatir sobre el tema.  
 
Para Trujillo (2017) en los últimos años, la corrupción ha venido 
avanzando en forma galopante, socavando las estructuras de la 
sociedad, es un fenómeno que se desarrolla en forma colateral a los 
diferentes sectores del Estado, sin hacer distinción entre niveles 
jerárquicos o subordinados, incluyendo a los funcionarios públicos 
tanto a nivel ejecutivo como operativo. Así mismo, Macedo (2015) 
refiere que en los actos de corrupción pueden configurar, de por sí, 
violaciones de derechos (violación directa), o ser el origen que 
conduce a la violación (violación indirecta). Ello acontece en todos los 
casos y se demuestra al comprobar que cada hecho corrupto significa 
una transgresión del derecho a la igualdad y no discriminación, así 
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como vulneraciones de los Principios del Buen Gobierno formulados 
por Naciones Unidas, cuyo contenido son, asimismo, derechos 
fundamentales que terminan siendo afectados.  
 
Por ello, Balcázar (2004) manifiesta que la corrupción tiene un 
impacto sobre la democracia y la gobernabilidad., ya que corrompe 
un sistema político. Disintiendo de las posturas funcionalistas - 
integracionistas afirma que, los corruptos no han sido menos útiles 
como aprendizaje para la democracia pluralista, que como soporte de 
un sistema de gobierno fundamentalmente contrario al proceso 
democrático. En el caso del Perú donde la democracia es aún 
imperfecta, la corrupción le resulta más dañina y perversa puesto que 
no permite, conjuntamente con otros factores negativos, que sus 
principales instituciones de soporte (poder judicial, ejecutivo y 
congreso) puedan legitimarse en la sociedad con la premura ansiada.  
 
En este sentido, debe además tenerse presente que existen varias 
perspectivas frente a lo que constituye corrupción, y cada una de ellas 
entraña contenidos distintos. 
  
De la información analizada, se encuentra una primera aproximación 
a definir lo que ha de entenderse por corrupción en Platón, para quien, 
según Ana Vásquez Cárdenas y Mario Montoya Brand, consideraba 
que la peor corrupción del Estado se encontraba en la discordia y, por 
tanto, aquellas formas de gobierno son corruptas en cuanto conducen 
más o menos a dicha discordia (Vásquez Cárdenas & Montoya Brand, 
2011). 
 
Más adelante, la referida fuente señala que Aristóteles asocia el 
concepto de corrupción al interés general al interés general. Así, el 
filósofo señala que son tres las formas de gobierno: el gobierno de 
uno, de algunos y de la mayoría, los cuales, si se ejercen en función 
del interés general, pueden ser calificados como rectos; en caso 
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contrario, es decir, si se gobierna en función al interés de uno, algunos 
o todos, serían desviados. Así las cosas, las constituciones son 
buenas o malas, no por el número de personas que gobiernan, sino 
por la forma en que se gobierna, esto es, atendiendo o desatendiendo 
el interés general. Por ello, se afirma que Aristóteles considera que el 
buen gobierno está relacionado con el bien común y con el logro de 
la estabilidad del régimen constitucional (Vásquez, 2011). 
 
Ya en épocas modernas, hay también varias posturas sobre lo que ha 
de entenderse por corrupción. Se tiene, por ejemplo, lo propuesto por 
Vito Tanzi, quien la define como “(…) el incumplimiento intencionado 
del principio de imparcialidad con el propósito de derivar de tal tipo de 
comportamiento un beneficio personal o para personas relacionadas” 
(Tanzi, 1995). 
 
Finalmente, el Diccionario de la Real Academia Española define 
corrupción como 1) alteración o vicio en un libro o escrito; 2) vicio o 
abuso introducido en las cosas no materiales; 3) en las 
organizaciones, especialmente en las públicas, prácticas consistentes 
en la utilización de las funciones y medios de aquellos en provecho, 
económico o de otra índole, de sus gestores (Real Academia 
Española, 2014). 
 
Hoy en día la corrupción puede ser entendida como el uso de una 
posición de poder para obtener un beneficio personal (Argandoña, 
2005), así como el pago no oficial a autoridades para obtener un 
beneficio personal (Hofstede, 1983). En este sentido, la corrupción 
bien parece remitir a toda práctica irregular cuyo objetivo es conseguir 
algo a cambio.   
 
Sin duda la corrupción tiene una gran incidencia política, e incluso ha 
podido ser vista por algunos como un “terrorismo de baja intensidad”, 
el cual crea miedo y erosiona la confianza en el gobierno, las cortes 
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de justicia y la policía (Cleary, 2007). De este modo, se puede 
entender que la corrupción parece ser el reflejo de la constatación de 
que las instituciones del Estado no funcionan bien al momento de 
relacionarse con los ciudadanos. Por ello, se manifiesta que la 
corrupción es un problema público y resultado de una economía de 
mercado poco desarrollada (Rose-Ackerman, 1999). En esta línea de 
pensamiento, también se puede concluir que la corrupción es un 
problema en sociedades poco institucionalizadas en donde no se 
incide en las vías legales, y que ello motiva el uso de prácticas 
irregulares (Sherman, 1974). 
 
Ahora bien, una de las comprensiones sobre la corrupción que se nos 
presenta como más completas es la de Joseph S. Nye, que la define 
como «aquella conducta que se desvía de los deberes normales de 
un cargo público por consideraciones privadas, pecuniarias o de 
estatus; o aquella que viola normas restrictivas de cierto tipo de 
influencias de beneficio privado”» (Nye, 1967). 
 
De otro lado, el Banco Mundial con frecuencia considera a la 
corrupción como “el abuso del funcionario público para beneficio 
privado”, con lo cual se vincula a la corrupción con el servidor o 
funcionario público. Es decir, esta posición relaciona a la corrupción 
con el Estado, y, por lo tanto, no habría corrupción en el sector 
privado.  
La definición propuesta por el Banco Mundial muestra pues algunas 
consideraciones que se contraponen a la doctrina, toda vez que la 
corrupción puede darse tanto en el sector público como en el privado. 
Ahora bien, es cierto que los valores lesionados con la corrupción son 
distintos, según se trate del ámbito público o del privado. Por ejemplo, 
en una empresa se transgreden los principios funcionales de la 
organización, mientras que en el sector público se transgreden los 
principios institucionales y el sistema jurídico. En el sector privado, el 
empleado traiciona la confianza de sus superiores, mientras que en 
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el sector público el funcionario corrupto atenta contra la legitimidad 
del gobierno o de la repartición estatal a la cual pertenece. 
  
De otro lado, la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Corrupción concluyó que era imposible dar una definición de lo que 
constituye corrupción y que, en todo caso, ésta depende del aspecto 
temporal, geográfico y humano donde aparezca. Ello en mérito a que 
la corrupción está ligada a los valores de una sociedad que cambia, 
según sea la sociedad de la cual se hable y del momento en que ésta 
ocurra. La corrupción es pues un problema de leyes, pero va más allá 
de esto, pues es también un problema de valores, un problema 
humano y de interpretación. Si hay una ética pública instaurada en 
una sociedad determinada, por muy imprecisa que sea una norma, 
primará el sentido de justicia y de equidad y no habrá motivo para 
incurrir en actos corruptos (González, E., 2005). 
 
Es así que la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción 
describe las siguientes manifestaciones de este fenómeno, tanto para 
personas naturales como para personas jurídicas: 
 
a) Soborno de funcionarios públicos nacionales. 
b) Soborno de funcionarios públicos extranjeros y de funcionarios 
de organizaciones internacionales públicas. 
c) Malversación o peculado, apropiación indebida u otras formas 
de desviación de bienes públicos por un funcionario público. 
d) Tráfico de influencias. 
e) Abuso de funciones. 
f) Enriquecimiento ilícito. 
g) Soborno en el sector privado. 
h) Malversación o peculado de bienes en el sector privado.   
i) Blanqueo del producto del delito. 
j) Encubrimiento. 
k) Obstrucción de la justicia. 
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Ahora bien, cabe resaltar que a menudo se identifica corrupción con 
delitos. Sin embargo, existen prácticas y actividades que no implican 
la violación de alguna norma penal, pero que sí conllevan faltas de 
ética o manifestaciones de inadecuados comportamientos colectivos, 
que, de generalizarse, terminan perjudicando a la economía, a la 
sociedad, y al ejercicio de los derechos ciudadanos. Es a esto a lo 
que habitualmente se llama corrupción.  
 
Por ello, para algunos juristas, como Rafael Bielsa, «la corrupción en 
la función pública es la desnaturalización o desviación del regular 
ejercicio de la función pública, entendida esta como la entera actividad 
del Estado, incluidas no solo las funciones del Poder Ejecutivo como 
órgano administrador, sino también el ejercicio de las funciones 
legislativas, ejecutivas y judiciales, nacionales, provinciales y 
municipales, frente al comportamiento de sus titulares o al de 
terceros, destinatarios o no del acto funcional. No todas las prácticas 
corruptas son delitos tipificados en el código. La corrupción no se 
limita solo a las transacciones de dinero; en determinados casos, la 
corrupción es el precio que se paga a los individuos por participar en 
decisiones contrarias al interés general y a las que fueran sus propias 
convicciones (Bielsa, 2001). 
 
En este sentido, y a partir de lo mencionado por Boris Begovic 
(Begovic, 2005)  se considera que pueden identificarse tres 
elementos dentro de lo que se identifica como corrupción: 
 
a) Incumplimiento intencionado del principio de imparcialidad, lo 
cual significa que las relaciones personales no deberían influir 
de alguna manera en las decisiones económicas. Es 
imprescindible pues que haya igualdad de tratamiento para 
todos los agentes económicos.  
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b) El incumplimiento de imparcialidad debe ser intencionado. Si por 
falta de información se viola el principio de imparcialidad, esto 
no constituirá necesariamente corrupción. 
c) Beneficio personal o para personas relacionadas.  En este 
punto, cabe aclarar que el beneficio personal no necesariamente 
es recibir dinero. Es también corrupción si se reciben obsequios, 
favores o promesas. 
 
Luego de hecho el análisis se propone una comprensión de la 
corrupción como toda acción u omisión llevada a cabo por una entidad 
del sector público o privado que, utilizando su poder, favorece 
intereses particulares, a cambio de una recompensa o promesa, sea 
esta monetaria o no.     
 
A. Clases de corrupción 
a. Por el nivel jerárquico: política, administrativa o sistémica.  
I. Corrupción Política 
La corrupción política es llevada a cabo por aquellos 
que formulan políticas y toman decisiones, es decir, 
altos funcionarios del Estado (ministros, congresistas, 
el presidente, entre otros). En este caso, se 
promulgan normas o se toman decisiones de 
gobierno para favorecer a determinados grupos. Así, 
la corrupción política podría definirse como el 
incumplimiento de una norma por un alto funcionario 
público con la finalidad de obtener un beneficio para 
sí o para un tercero (Soriano, Calidad Democrática e 
Instituciones Políticas, 2011). 
 
II. Corrupción Administrativa 
Este tipo de corrupción se asemeja a la corrupción 
política. La diferencia está en que habitualmente 
ocurre en niveles intermedios y bajos de las entidades 
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públicas, sea en la ejecución de normas o en el trato 
con los ciudadanos. Se refiere pues a actos de 
personas que trabajan para el Estado y que no tienen 
poder de decisión, pero que por el cargo que tienen 
pueden ejecutar actos de corrupción (Soriano, 
Calidad Democrática e Instituciones Políticas, 2011). 
 
III. Corrupción Sistémica 
La corrupción es sistémica o anormal, en palabras de 
Robert Klitgaard, cuando están involucradas las más 
altas autoridades del país en forma concertada en 
una red de corrupción con la finalidad de obtener 
utilidades ilícitas (Klitgaard, BID, 2009).  
 
b. Por la naturaleza de quien comete el acto: pasiva y activa. 
La corrupción es pasiva cuando el hecho proviene de 
cualquier funcionario del Estado quien por sí mismo o a 
través de un tercero, recibe alguna ventaja en el 
desempeño de sus funciones a cambio de dinero u otra 
recompensa (Teitelbaum, 2010).   
 
De otro lado, será activa la corrupción activa cuando el 
hecho intencionado proviene de cualquier persona que 
ofrece algún tipo de beneficio a un funcionario para que 
actúe de manera distinta a lo que lo haría en el ejercicio 
normal de sus funciones. 
 
c. Por la naturaleza de las personas involucradas en el acto: 
privada y pública o institucional. 
Esta clasificación se desarrolla de acuerdo a que se trate 
de actos entre particulares o cuando se encuentran 




i. Corrupción privada 
Si entendemos a la corrupción, en términos 
generales, como un fenómeno que altera el normal 
funcionamiento de las instituciones, la corrupción 
privada sería aquella forma de corrupción que altera 
el normal funcionamiento de las relaciones 
comerciales. En este sentido, el bien jurídico tutelado 
es la competencia leal (Bolea Bardón & Bolea Bardon, 
2014). 
ii. Corrupción pública o institucional  
La corrupción pública se puede entender como una 
desviación de las actuaciones de los políticos y 
funcionarios públicos con relación con el 
comportamiento que los ciudadanos. Ahora bien, 
para tener una comprensión cabal de la corrupción 
pública o institucional, se debe utilizar un enfoque 
multidisciplinario, pues la decisión de un funcionario 
de incurrir en actos de corrupción no solamente 
depende de la ganancia monetaria que pueda 
obtener, sino además del modo como la sociedad lo 
juzgue, de la probabilidad de ser descubierto, entre 
otros factores más (Castañeda, 2016). 
 
Es importante mencionar la clasificación de corrupción a 
nivel judicial, realizada por Mejía (2001) en donde hace 
referencia especial en las siguientes causas: 
 
• La deficiente formación ética, moral, profesional y 
jurisdiccional de magistrados y funcionarios 
judiciales.  
• La inexistencia de un patrón, modelo o perfil de juez 
ideal en la cultura social y judicial.  
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• Los deficientes sistemas de control de la conducta 
funcional de jueces y fiscales. y la percepción de su 
ineficacia por parte de la ciudadanía.  
• La percepción de impunidad de los actos de 
corrupción judicial por parte de sus actores, que 
manipulan el sistema de justicia.  
• Los métodos inquisitivos y reservados, de estilo 
autoritario que se aplican en los procedimientos 
judiciales.  
 
Finalmente, de acuerdo con estudio realizado por Mavila 
(2012) que aborda la corrupción en el Poder Judicial como 
parte del sistema de justicia en la década de 1990-2000 
afirma que dicho Poder no se ha desarrollado plenamente 
en el papel de garante del Estado de Derecho, amparado 
en la teoría clásica del equilibrio de poderes, es decir, 
concebido como una institución autónoma e 
independiente. No se ha desplegado en forma coherente a 
su naturaleza debido a su continua subordinación y 
abdicación frente a otros poderes, convirtiéndose en una 
de las instituciones donde la corrupción ha tenido mayor 
arraigo, lo que ha ocasionado un proceso de 
deslegitimación frente a la ciudadanía, la misma que tiene 




La palabra integridad proviene del latín ínteger, que significa entero. 
Por ello, el término se vincula generalmente a algo no dañado, algo 
que no ha perdido su entereza. Visto desde la ética, la integridad se 
relaciona con la búsqueda de la verdad.  
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La Real Academia Española define la integridad como aquello que 
tiene cualidad de íntegro; o la pureza de las vírgenes. Define el 
término “íntegro” cuando se habla de una persona, cuando se le 
describe como proba, recta e intachable (Real Academia Española, 
2014). 
  
Ahora bien, en cuanto a las características de la integridad, Stephen 
L. Carter identifica las siguientes: 
• El discernimiento de lo que está bien y mal. 
• La actuación coherente con los resultados de discernimiento, 
aunque haya un perjuicio personal. 
• La declaración expresa de que se está actuando de forma 
coherente con lo que se entiendo como correcto (Carter, 1996). 
 
De otro lado, según Lozano (2008) define la integridad en el derecho 
como un análisis integro en donde no sólo vale analizar las 
proposiciones normativas, sino también los principios y las directrices 
políticas que lo componen, permitiendo así actuar “integro”, lo que 
significa estar acorde a los principios que el propio Estado ha ido 
instituyendo, lo que es independientemente de las opiniones 
subjetivas de cada uno de los miembros de la comunidad; es decir, 
aquel intérprete que reconozca la integridad – como ideal político, 
utilizará el método que la incluya. 
  
Por lo tanto, se puede afirmar que una persona que actúa en forma 
íntegra lo hace actuando sobre la base de valores, creencias y 
principios que afirma sostener.  Sin embargo, existe la creencia 
errónea que la integridad es algo inherente a la persona. Ser íntegro 
es más bien una lucha constante; se puede ser íntegro en un 
momento de la vida y luego perder la integridad en cuestión de 
minutos. La integridad es pues un camino de vida. Por ello, la moral y 
la integridad cuando se mira desde fuera, deben mirar más al futuro 
que al pasado. Se puede pues afirmar que la conducta pasada 
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importa poco para la conducta presente, salvo que en esta conducta 
haya evidencia reiterada de incumplimientos graves o de actos 
inmorales o ilegales (Jiménez, 2016).  
 
Visto así, Portal (2017) manifiesta que los funcionarios y los 
servidores públicos, y entre ellos los jueces, deben siempre 
desarrollar sus actividades de forma coherente con el “bien interno”. 
Dicho con otras palabras, de acuerdo con el fin último que se busca 
proteger. Por ejemplo, un abogado que defiende a su patrocinado 
actúa siempre en función de la solución más justa y equitativa para 
éste (factor interno), a fin de lograr el fin último que es la justicia. De 
lo contrario, si lo hace intentando alargar el proceso para ganar más 
dinero (factor externo), se estaría faltando a la integridad. La práctica 
legal tiene como bien interno a la búsqueda de la justicia. Sin 
embargo, y frente a los bienes internos, existen los externos, que 
pueden ser alcanzados de muchas otras maneras que con la 
realización de una práctica concreta. Por ejemplo, el dinero, el poder 
o el estatus. Cabe aclarar que cuando se logran los bienes internos 
se produce un beneficio para toda la sociedad (en el ejemplo, se 
logrará una solución justa y equitativa). De otro lado, cuando se logran 
bienes externos, se satisfacen necesidades individuales (en el 
ejemplo aquí mencionado, el abogado al alargar el proceso podrá 
cobrar más dinero, pero no se logrará una solución justa ni equitativa). 
Ahora bien, no se puede perder de vista los principios de neutralidad 
e imparcialidad. La imparcialidad es una garantía para los justiciables 
y un elemento fundamental para preservar la credibilidad de la 
ciudadanía en el sistema judicial. La imparcialidad apunta a la 
ausencia de perjuicios, al desinterés o a la neutralidad para garantizar 
así una decisión conforme a Derecho y no a las convicciones 
personales del juez. La imparcialidad implica una dimensión subjetiva 
vinculada con la formación interna del juez en un juez pero de otra, 
existe una dimensión objetiva que implica la necesidad de ciertas 
garantías a favor de quien está siendo juzgado. No debe existir ningún 
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vínculo entre el juez y las partes en un proceso dado que esto puede 
viciar la neutralidad.       
 
Por ello, Lozano (2008) sostiene que los servidores públicos, y entre 
estos los jueces, deben perseguir siempre el bien interno de su 
profesión (el servicio público) y actuar todos los días en función a este 
principio. Se puede afirmar entonces que la integridad consiste en 
aquella virtud que permite que el servidor público actúe siempre de 
forma coherente con el principio de servicio público y con los valores 
que este servicio conlleva (imparcialidad, transparencia, etcétera).   
 
Ahora bien, la integridad para Portal (2017) no solo puede concebirse 
desde el punto de vista personal, sino que es también un problema 
de orden público; en otras palabras, no solo es un problema de las 
personas, sino que también lo es de la gobernanza pública.  
 
Por ello, Bautista (2007) menciona respecto a cómo un servidor debe 
de actuar con integridad es siendo siempre honesto, atendiendo 
siempre a la verdad. Conduciéndose de esta manera a fomentar la 
credibilidad de la sociedad en las instituciones públicas y contribuirá 
a generar una cultura de confianza y apego a la verdad. 
 
En doctrina Jackson, (2009) se alude a lo que se conoce como el 
debate Friedrich-Finer. Herman Finer, el cual plantea que la dicotomía 
entre la política y la administración constituyen la barrera más efectiva 
para que los servidores no se desvíen de los objetivos de la 
institución. De otro lado, Carl Friedrich señala que la separación entre 
política y administración no garantiza que los servidores actúen de 
manera correcta. El valor de este debate reside en que brinda la 
posibilidad de definir si la integridad es un atributo personal de los 
servidores o es un elemento que debe construirse y reforzarse en los 
entornos organizacionales.  
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De otro lado, Finer plantea que los servidores se inclinan a actuar de 
manera correcta debido al control externo ejercido por los controles 
políticos. Por el contrario, Friedrich sostiene que la línea divisoria 
entre política y administración no garantiza que los servidores sigan 
las reglas y cumplan sus labores de forma íntegra, sino que se hace 
necesario generar estrategias organizacionales que fortalezcan sus 
competencias profesionales para así incrementar su sentido de 
pertenencia y responsabilidad institucional (Portal, 2017). 
 
Dicho esto, Jimenez (2016) sostiene que la moral es un valor frágil, 
que se puede alterar ante determinados estímulos, como puede ser, 
a modo de ejemplo, el de la posibilidad de obtener un beneficio para 
sí. Por ello, confiar en la moralidad de cada servidor del Estado resulta 
riesgoso, por lo que se plantea recurrir a medidas administrativas a 
fin de lograr la tan ansiada integridad en los servidores públicos. Las 
instituciones públicas deben, por tanto, contar con parámetros de 
ética e integridad en su funcionamiento ordinario, los cuales vendrán 
en algunos casos definidas en marcos normativos, y en otros, por 
sistemas de integridad que hagan de la autorregulación su pauta de 
funcionamiento.   
 
Debe quedar claro pues que la integridad, apreciada desde el punto 
de vista de una organización, está referida al establecimiento de 
parámetros de comportamiento institucional, los cuales deben estar 
plasmados en normas y regulaciones internas de la entidad 
respectiva. Es común asociar el concepto de integridad al de 
honestidad o moralidad personal. Sin embargo, cuando se habla de 
integridad del funcionario público se hace referencia al apego a un 
determinado código de valores que incluye principios de aplicación 
general (como la legalidad y transparencia), los que, a su vez, se 
verán reflejados en el actuar personal de cada funcionario público. 
Tener clara la diferencia entre el concepto de integridad desde el 
punto de vista de la moralidad personal del de integridad pública es 
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de vital importancia, para no caer en la identificación de moralidad con 
integridad.  
 
La integridad, pues, constituye una importante herramienta de gestión 
pública de las entidades públicas. En este sentido, un acto puede ser 
moralmente correcto, pero desde el punto de vista de la gestión 
pública carecer de integridad. A modo de ejemplo se puede 
mencionar la aceptación de obsequios, lo cual, desde el punto de vista 
personal no constituye un acto inmoral o uno incorrecto, pero siendo 
funcionario público, escapa de lo aceptable por carecer de integridad 
(Portal Martínez, 2016). 
 
Una entidad íntegra según Jackson (2009) será entonces aquella que 
cuenta con instrumentos, procesos y órganos competentes para 
prevenir la corrupción y fomentar un servicio público coherente con 
los principios y valores institucionales. 
  
Finalmente, se puede analizar lo referido por Chaves (2008) respecto 
al panorama coyuntural de nuestro país nos permite visualizar que 
estamos frente a un devenir histórico para nada halagador, debido al 
flagelo denominado corrupción; que no es otra cosa que el mal uso 
del poder público para conseguir una ventaja ilegítima generalmente 
de forma secreta y privada o en su defecto cualquier acto desviado, 
de cualquier naturaleza, con fines económicos o no, ocasionado por 
la acción u omisión a los deberes institucionales, de quien debía 
procurar la realización de los fines de la Administración y que en su 
lugar, los impide, retarda o dificulta. 
 
2.1.4. Reputación y reputación institucional. 
A. Reputación  
El Diccionario de la Real Academia Española define el término 
reputación como la opinión o consideración en que se tiene a 
alguien o algo; o el prestigio o estima en que son tenidos alguien 
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o algo (Real Academia Española, 2014). La palabra reputación 
proviene del latín reputatĭonis y establece el efecto de reputar, 
en latín, “reputare”, en el sentido de considerar o apreciar. En 
este sentido, se puede decir que la reputación es la opinión que 
se tiene de algo o alguien en un entorno social; es, pues, una 
construcción social. Se entiende por buena reputación, el 
prestigio, notoriedad y buen nombre de algo o alguien. Por el 
contrario, mala reputación es la deshonra o el descrédito 
("definición de reputación", s.f.).   
 
La buena reputación es el respeto y la buena percepción que las 
demás personas tienen de una persona, como persona digna. 
Así, se produce un daño a la reputación de una persona cuando 
el respeto o la percepción que los demás tienen de una persona 
es vulnerado por un tercero (Rubio, Eguiguren, & Bernales, 
2010).      
 
En este sentido, el honor es un atributo propio del ser humano 
que emana de su dignidad como persona y que tiene que ver 
con la realización de la persona en un determinado sistema 
social a medida que va obteniendo logros de distinta índole 
(educativos, profesionales, funcionales, etc.). Ello deriva en un 
reconocimiento social (reputación). En el ámbito jurídico 
entonces, el derecho a la reputación es un derecho no 
solamente susceptible de ser invocado por una persona natural, 
sino también por una persona jurídica, sea esta persona jurídica 
una de Derecho público o de Derecho privado. Ahora bien, y ya 
en términos de gestión pública, la preocupación por generar y 
proteger la reputación de una entidad se vincula muy 
estrechamente con la labor asumida por las unidades de imagen 




Páez (2016) sostiene que la interpretación jurídica de la 
reputación de una persona, un grupo social, una institución o 
una compañía puede ser usada como evidencia en un juicio con 
diferentes propósitos. Por ejemplo, la regla 608(a) de las Federal 
Rules of Evidence estipula: «Evidencia de reputación u opinión. 
La credibilidad de un testigo puede ser atacada o defendida a 
través de testimonio acerca de la reputación del testigo como 
poseedor de un carácter honesto o deshonesto, o por testimonio 
en forma de opinión acerca de ese carácter». Por otra parte, las 
leyes de difamación, injuria y calumnia están diseñadas para 
proteger dicha reputación. 
 
B. Reputación institucional 
La reputación institucional es el conjunto de apreciaciones que 
el público tiene sobre una institución, sea esta pública o privada. 
Estas apreciaciones no son de valor, sino que se basan en las 
actuaciones (voluntarias o no) de la entidad en cuestión. De 
hecho, estas actuaciones van a tener consecuencias 
institucionales, lo cual va a incidir directamente en la reputación 
de dicha entidad (Antezana, 2015). 
  
Ahora bien, la generación de buena o mala reputación no solo 
depende del servicio que se brinda, sino que influye la calidad 
del servicio brindado, la forma en que los empleados se 
comportan, la infraestructura existente y la fluidez de los 
procesos (Antezana, 2015). 
 
Por ello, todas las organizaciones que construyan relaciones 
sólidas con personas o con grupos de interés necesitan una 
estrategia reputacional, sean estas públicas o privadas. En el 
sector público esto es de vital importancia pues es allí donde 
dicha relación se construye a partir de la confianza que los 
ciudadanos depositan en una institución determinada.  La 
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desconfianza y el escepticismo hacia el gobierno tiene 
consecuencias nefastas pues genera la sensación en el 
ciudadano que el Estado no le apoya y que además utiliza el 
poder en su contra.  
 
Debe tenerse presente que cuando una institución privada falla 
lo hace con sus propios recursos. En las instituciones públicas 
es distinto pues utilizan recursos públicos prevenientes del pago 
de tributos de todos los ciudadanos. Por ello, se puede afirmar 
que es en el sector privado donde se debe desarrollar más la 
confianza entre los destinatarios del servicio que ofrece la 
entidad (Caicedo & Arana, 2013). 
 
Finalmente, la reputación de acuerdo a Mendoza (2016) viene a 
ser un constructo que representa las percepciones agregadas 
de personas en y alrededor de las organizaciones. Se expresa 
en una fórmula en la que reputación es función de la identidad e 
imagen, la identidad es un sinónimo de lo que una organización 
es por dentro. Por otro lado, la imagen lo es de cómo la perciben 
extraños. De otro lado, la identidad organizacional proporciona 
una base cognitiva y emocional en base a sus miembros, los 
cuales construyen vínculos con los cuales crean relaciones 
significativas. 
 
Hasta aquí van entonces algunas necesarias precisiones 
conceptuales. Este es, sin duda, un aspecto que siempre se 
debe tener en cuenta. Sin embargo, un análisis sobre un tema 
tan complejo como éste, con tanta implicancia en el mejor 
desarrollo de la gestión pública en nuestro país, demanda contar 
también con otros elementos de juicio. Uno de ellos es, a todas 
luces, lo que nos proporcionan las diferentes perspectivas que 
manejan al respecto todos los actores involucrados. De allí la 
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relevancia del trabajo de campo q realizado, cuyos alcances son 








En este capítulo se consignan los resultados de la revisión de diversas fuentes 
secundarias, documentos relacionados con la investigación realizada sobre el tema 
aquí desarrollado (normas jurídicas, declaraciones institucionales, encuestas de 
empresas de investigación de mercados y opinión pública, así como documentos 
de política nacional). 
  
Del mismo modo, y dentro de ese contexto, se llevó a cabo un muestreo cuantitativo 
anónimo donde participaron 262 personas. Finalmente, se entrevistó a diversos 
profesionales a fin de obtener información cuantitativa sobre el tema de la presente 
investigación.   
  
3.1. Revisión de documentos 
3.1.1. Transparencia y acceso a la información pública. 
El acceso a la información pública es un derecho fundamental de 
todas personas para solicitar y recibir la información que posee o 
produce cualquier entidad del Estado, con las excepciones previstas 
en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información pública (Ley N° 
27806). 
 
El derecho al acceso a la información es un derecho fundamental que 
se vincula directamente a una de las principales características de un 
Estado democrático que es la publicidad de los actos de gestión en 
asuntos públicos y la transparencia de la administración pública. 
 
En este sentido, el inciso 5° del artículo 2° de la Constitución Política 
del Perú señala lo siguiente: 
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Toda persona tiene derecho: A solicitar sin expresión de causa la 
información que requiera y a recibirla de cualquier entidad pública, en 
el plazo legal, con el costo que suponga el pedido. Se exceptúan las 
informaciones que afectan la intimidad personal y las que 
expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad 
nacional. 
 
Ahora bien, por Ley N° 27806 – Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública se desarrolla legislativamente el derecho 
fundamental de acceso a la información pública y dispone la 
obligación de las entidades de la Administración Pública de brindar la 
información que les sea solicitada por los ciudadanos sobre la base 
del principio de publicidad. La referida Ley fue reglamentada mediante 
Decreto Supremo N° 072-2003-PCM.  
 
Por Resolución Ministerial N° 035-2017-PCM, se aprueba la Directiva 
N° 001-2017-PCM/SGP, “Lineamientos para la implementación del 
Portal de Transparencia Estándar en las entidades de la 
Administración Pública”. Los referidos lineamientos son aplicables 
para los tres poderes del Estado, gobiernos regionales y locales, 
organismos constitucionalmente autónomos, entre otros.  
 
De otro lado, por Decreto Supremo N° 004-2013-PCM, se aprueba la 
Política Nacional de Modernización de la Gestión Pública que 
contempla como eje transversal el Gobierno Abierto cuya finalidad es 
desarrollar una gestión pública orientada a resultados, que garantice 
y promueva la transparencia, la participación ciudadana, la integridad 
pública, e incorpora el poder de la tecnología para elevar sus niveles 
de eficacia para garantizar la rendición de cuentas (Anexo 6). 
 
Por Decreto Legislativo N° 1353 se crea la Autoridad Nacional de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, la cual fortalece la 
protección de datos personales y la regulación de la gestión de 
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intereses. Los principales objetivos de la referida norma es proponer 
políticas en materia de transparencia y acceso a la información 
pública, elaborar y presentar al Congreso de la República el informe 
anual sobre los pedidos de acceso a la información pública, y 
supervisar el cumplimiento de la actualización del Portal de 
Transparencia.  
 
En lo que a directivas se refiere, la Directiva N° 003-2009-PCM/SGP 
(aprobada por Resolución Ministerial N° 301-2009-PCM) establece 
los lineamientos para el reporte de solicitudes de acceso a la 
información a ser remitidos a la Presidencia del Consejo de Ministros.  
 
De otro lado, conviene tener presente que el Poder Judicial ha emitido 
varios pronunciamientos sobre el tema de modernización del sistema 
de justicia, lo cual incluye la inclusión de avances tecnológicos en el 
servicio brindado para lograr así, entre otros fines, una mayor 
transparencia institucional.  
 
A tal efecto, en el VII Congreso Nacional de Jueces se emitió la 
Declaración de Lunahuaná – Cañete (2014, 05 de julio): 
  
“Se respaldan las acciones adoptadas por la Presidencia y el Consejo 
Ejecutivo del Poder Judicial a favor de la modernidad del servicio de 
justicia, acorde con los avances tecnológicos, en particular con la 
extensión a nivel nacional del servicio de notificaciones electrónicas y 
la implementación gradual del expediente digital” (Anexo 1). 
 
Del mismo modo, en el VIII Congreso Nacional de Jueces se emitió la 
Declaración de Arequipa (05 de diciembre de 2015), que declara, 
entre otros aspectos, lo siguiente: 
 
“CUARTO.- Saludar la implementación progresiva de diversos 
servicios basados en el uso de las Tecnologías de la Información y la 
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Comunicación – TIC, como son el Sistema de Notificaciones 
Electrónicas (SINOE), Control Biométrico para Procesados y 
Sentenciados Libres, Depósitos Judiciales Electrónicos, Remates 
Electrónicos Judiciales, Publicación de Edictos Judiciales 
Electrónicos, Alertas de Prescripción, entre otros, con el objeto de 
brindar a los justiciables una administración de justicia oportuna y 
eficiente y coadyuvar a mejorar la labor que realizan los diversos 
Órganos Jurisdiccionales a nivel nacional” (Anexo 1). 
 
El 20 de agosto de 2015 se firmó la Declaración de Lambayeque, en 
el marco del IX Congreso Nacional de Jueces donde, entre otras, se 
recomienda lo siguiente: 
 
“Consolidar la publicidad de las decisiones judiciales, por cuanto toda 
persona tiene el derecho a conocer el contenido de las resoluciones 
judiciales y tener acceso de forma sencilla a obtener esta información, 
con el objeto de poner al alcance de la ciudadanía las decisiones 
judiciales” (Anexo 2). 
 
De otro lado, se tiene el Código de Ética del Poder Judicial del Perú 
aprobado en Sesión de Sala Plena de fecha 14 de octubre de 2003 
que busca orientar a los jueces a fin de que lleven una conducta ética, 
tanto en el ejercicio de sus funciones públicas como en su actuar 
privado, con el objetivo de mejorar el servicio de justicia y elevar así 
el valor público en el servicio brindado al ciudadano.  
 
Los órganos jurisdiccionales del Estado y entre ellos, las salas penales 
de la Corte Suprema, tiene normado su actuar sobre la base de leyes 
orgánicas y reglamentos que determinan su organización, funciones, 
atribuciones y procedimientos. Sin embargo, la realidad siempre va a ser 
más rica de lo que una norma puede prever en el ejercicio de la función 
pública. Por ello, hay casos que han escapado de la normatividad existente 
dando origen a conductas aparentemente lícitas pero inmorales. Ante esta 
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imposibilidad todas las conductas posibles y ante la existencia de conductas 
que sin ser delitos tienen que ser de alguna manera controlados porque 
exceden a lo que se espera de un funcionario, se expiden códigos de ética, 
como el Código de Ética del Poder Judicial. Los comités de ética buscan dar 
una solución ante conductas no normadas. 
 
En este sentido el artículo 2 de este Código establece lo siguiente: 
 
El juez debe encarnar un modelo de conducta ejemplar 
sustentado en los valores de justicia, independencia, 
imparcialidad, honestidad e integridad, los cuales deben 
manifestarse en la transparencia de sus funciones públicas y 
privadas. (p.2) 
De otro lado, en cuanto a la autonomía e independencia judicial, el 
segundo párrafo del artículo 4 señala lo siguiente: 
 
El juez ejercerá sus funciones libres de interferencias y 
rechazará con firmeza cualquier intento de influencia 
jerárquica, política, social, económica, o de amistad, de grupos 
de presión o de cualquier otra índole; asimismo no adoptará 
sus decisiones por influencia del clamor público, temor a la 
crítica, consideraciones de popularidad, notoriedad o por 
motivaciones impropias o inadecuadas. (p.3) 
 
En lo que a gestión pública se refiere, se ha revisado la Ley N˚ 27815 
y modificatorias, el artículo 3 al referirse a los fines de la función 
pública señala lo siguiente:  
 
Los fines de la función pública son el Servicio a la Nación, de 
conformidad con lo dispuesto en la Constitución Política, y la 
obtención de mayores niveles de eficiencia del aparato estatal, 
de manera que se logre una mejor atención a la ciudadanía, 
priorizando y optimizando el uso de los recursos públicos, 
57 
conforme a lo dispuesto por la Ley Marco de Modernización de 
la Gestión del Estado. (p.3) 
 
El numeral 2 del artículo 6 de la norma antes citada establece la 
probidad como uno de los principios de la función pública señalando 
que el servidor público actúa con rectitud, honradez y honestidad, 
procurando satisfacer el interés general y desechando todo provecho 
o ventaja personal, obtenido por sí o por interpósita persona.  
 
 
3.1.2.  Corrupción e integridad. El aporte del Acuerdo Nacional. 
El Acuerdo Nacional constituye un conjunto de políticas de Estado 
elaboradas y aprobadas sobre la base del diálogo y del consenso, 
luego de un proceso de talleres y consultas a nivel nacional, con la 
finalidad de definir un rumbo para el desarrollo sostenible del país y 
afirmar su gobernabilidad democrática. Debido a la extensión del 
texto del Acuerdo Nacional no se le incluye como anexo. Puede 
acceder al íntegro del referido documento ingresando a 
http://acuerdonacional.pe/wp-
content/uploads/2014/07/LibroV2014_1.pdf (Acuerdo Nacional, 
2002). 
   
Las políticas definidas en el Acuerdo Nacional se agrupan en cuatro 
grandes objetivos: 
 
1. Fortalecimiento de la democracia y estado de Derecho. 
2. Desarrollo con equidad y justicia social. 
3. Promoción de la competitividad del país. 
4. Afirmación de un Estado eficiente, transparente y 
descentralizado. 
 
Cada una de las referidas políticas tiene metas, indicadores y 
normativas hasta el año 2021 (Anexo 3).  
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En este sentido, dentro del cuarto objetivo, se consigna la política N° 
26, cuya finalidad es la promoción de la ética y la transparencia y 
erradicación de corrupción, el lavado de dinero, la evasión tributaria y 
el contrabando en todas sus formas. Es así que se afirma lo siguiente: 
 
“Nos comprometemos a afirmar, en la sociedad y el Estado, principios 
éticos y valores sociales que promuevan la vigilancia ciudadana y que 
produzcan niveles crecientes de paz, transparencia, confianza y 
efectiva solidaridad. Con este objetivo el Estado: (a) enfatizará los 
principios éticos que refuercen el cumplimiento ciudadano de las 
normas; (b) velará por el desempeño responsable y transparente de 
la función pública, promoverá la vigilancia ciudadana de su gestión y 
el fortalecimiento y la independencia del Sistema Nacional de Control; 
(c) desterrará la impunidad, el abuso de poder, la corrupción y el 
atropello de los derechos; (d) desarrollará una cultura de paz, de 
valores democráticos y de transparencia, que acoja los reclamos 
genuinos y pacíficos de los distintos sectores de la sociedad; (e) 
promoverá una cultura de respeto a la ley, de solidaridad y de 
anticorrupción, que elimine las prácticas violatorias del orden jurídico, 
incluyendo el tráfico de influencias, el nepotismo, el narcotráfico, el 
contrabando, la evasión tributaria y el lavado de dinero; y (f) regulará 
la función pública para evitar su ejercicio en función de intereses 
particulares.” 
 
En marzo de 2011, el Centro Nacional de Planeamiento Estratégico 
(Ceplan) publicó el documento denominado Plan Bicentenario, el cual 
fue aprobado por el Acuerdo Nacional (Ceplan, 2011).  Debido a la 
extensión del texto del Acuerdo Nacional no se le incluye como anexo. 






El Plan Bicentenario aprobó 31 políticas de Estado, agrupadas a su 
vez en cuatro ejes temáticos: 
 
1. Democracia y Estado de Derecho. 
2. Equidad y justicia social. 
3. Competitividad del país. 
4. Estado eficiente, transparente y descentralizado.   
 
Las referidas políticas constituyen el marco orientador para la 
definición de los objetivos, políticas, metas y acciones nacionales del 
Plan Bicentenario. La figura 1 presenta un esquema de las Políticas 
de Estado. En este sentido, y dentro de la cuarta política de Estado 
del Plan Bicentenario se encuentra el objetivo estratégico de ética, 




Figura 1. Políticas de Estado del Acuerdo Nacional. 
Fuente: Plan Bicentenario 
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De otro lado, y mediante Ley N° 29976, se crea la Comisión de Alto 
Nivel Anticorrupción (CAN), adscrita a la Presidencia del Consejo de 
Ministros. El reglamento de la referida Ley se promulgó por D.S. N° 
089-2013-PCM. 
  
El objeto de la CAN es articular esfuerzos, coordinar acciones y 
proponer políticas de corto, mediano y largo plazo dirigidas a prevenir 
y combatir la corrupción en el país. 
   
Actualmente la CAN está conformada por miembros plenos, quienes 
participan en las sesiones con voz y voto. Existen además miembros 
observadores, quienes pueden participar en las sesiones sin derecho 
a voto. Actualmente son miembros plenos: 
 
• Presidente(a) del Congreso de la República 
• Presidente(a) del Poder Judicial 
• Presidente(a) del Consejo de Ministros 
• Presidente(a) del Tribunal Constitucional 
• Presidente(a) del Consejo Nacional de la Magistratura 
• Fiscal de la Nación 
• Ministro(a) de Justicia y Derechos Humanos 
• Presidente(a) de la Asamblea Nacional de Gobiernos 
Regionales 
• Presidente(a) de la Asociación de Municipalidades del Perú 
• Secretario(a) Ejecutivo del Foro del Acuerdo Nacional 
 
Son miembros observadores: 
• Contralor(a) General de la República 
• Defensor(a) del Pueblo 
• Presidente(a) Ejecutivo del Organismo Supervisor de las  
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Contrataciones del Estado 
• Presidente(a) de la Asamblea Nacional de Rectores 
• Presidente(a) del Consejo Nacional para la Ética Pública 
• Presidente(a) de la Confederación Nacional de Instituciones  
 
Empresariales Privadas 
• Representante de las centrales sindicales de trabajadores del 
Perú 
• Representante de la Iglesia Católica 
• Representante de la Iglesia Evangélica 
• Director(a) Ejecutivo del Consejo de la Prensa Peruana 
 
Corresponde aquí tener presente que, con fecha 26 de abril de 2018, 
se publica el Decreto Supremo N° 044-2018-PCM, mediante el cual 
se aprueba el Plan Nacional de Integridad y Lucha contra la 
Corrupción 2018-2021, ante la necesidad de dar respuesta a los 
condicionantes y al contexto en el que la falta de integridad y la 
corrupción viene afectando al país en los últimos años.  
 
El Plan se basa en tres ejes de intervención:  
 
1. Fortalecer la capacidad de prevención del Estado frente a los 
actos de corrupción. 
2. Identificar y gestionar riesgos. 
3. Fortalecer la capacidad sancionadora del Estado frente a los 
actos de corrupción.  
 
En ese sentido, se han establecido 69 acciones, de las cuales 29 
acciones están orientadas a fortalecer la capacidad de prevención de 
la corrupción, 21 acciones asociadas a la identificación y gestión de 
riesgos, y 18 acciones asociadas al fortalecimiento de la capacidad 




Entre los objetivos específicos del plan figuran el garantizar la 
transparencia y el acceso a la información; consolidar una gestión de 
información integrada para la prevención de la corrupción; impulsar y 
consolidar la reforma electoral y de las organizaciones políticas; 
promover una cultura de integridad y de ética públicas en los 
servidores y ciudadanos; instalar y consolidar la gestión de conflictos 
de intereses y la gestión de intereses en el Estado.   
 
Cabe destacar que el Plan 2018-2021 se inspira en la Política 
Nacional de Integridad y Lucha Contra la Corrupción, aprobada en el 
año 2017, la cual, a su vez, incorpora las recomendaciones del 
Informe de la Comisión Presidencial de Integridad, del Informe de la 
OCDE sobre Integridad en el Perú y sobre el Compromiso de Lima de 
la Cumbre de las Américas, con la participación activa de la sociedad 
civil.   
Queda claro pues que en el Perú existen normas sobre corrupción y 
transparencia. Sin embargo, se necesita institucionalizar el sistema, 
en el sentido que dicho marco normativo debe precisar sus objetivos 
y competencias, definiendo el ente rector del mismo. Con ello se 
asegurará la articulación, lo cual contribuirá con una eficiente 
materialización de las políticas nacionales. Si bien la Comisión de Alto 
Nivel Anticorrupción articula el sistema anticorrupción en el Perú, no 
se ha logrado generar mecanismos integrados de coordinación ni 
canales de comunicación que establezcan estrategias concertadas. 
 
3.1.3. Encuestas sobre aprobación del Poder Judicial 
En el presente acápite se presentará encuestas sobre la percepción 
que tiene la ciudadanía del Poder Judicial. En primer lugar, se 
presentará un estudio de satisfacción de usuarios del Poder Judicial 
llevado a cabo por la empresa VoxPopuli, a solicitud de este poder 
del Estado en el año 2013. 
  
63 
Acto seguido se presentarán encuestas de las compañías de estudios 
de mercadeo y opinión pública más representativas del Perú. Para 
ello, se ha tomado información relativa al trimestre comprendido entre 
junio y agosto del año 2018; es decir, luego de los actos de corrupción 
dados a conocer en el sistema de justicia a raíz de la divulgación de 
los audios de lo que en ese entonces era el Consejo Nacional de la 
Magistratura. 
 
A. Estudio de satisfacción de usuarios del Poder Judicial del Perú. 
En el año 2013 se llevó a cabo un estudio de satisfacción de 
usuarios del Poder Judicial del Perú (Anexo 4), cuyo objetivo fue 
medir el nivel de satisfacción de usuarios (abogados, partes y 
procuradores) de la Corte Suprema de Justicia, la Corte Superior 
de Justicia de Lima y la Corte Superior de Justicia de Lima Norte 
respecto a los servicios de justicia que brindan dichos órganos 
jurisdiccionales del Poder Judicial. La muestra se tomó entre el 
21 y 27 de noviembre de 2013. 
 
De acuerdo con este estudio, el 62% del público quedó 
satisfecho con el servicio de información y orientación que 
recibió. De otro lado, el Poder Judicial aumentó 
considerablemente su índice de confianza entre las personas 
que directamente activan el sistema de justicia, como abogados, 
demandantes y demandados. 
   
Según este estudio, la confianza en el Poder Judicial creció en 
8 puntos porcentuales respecto a febrero de 2014, en que dicho 
índice se situó en 37%. Dicha encuesta, realizada en el mes de 
noviembre en Lima y Callao, refiere que, en el caso de la Corte 
Suprema de Justicia, la confianza del público aumentó a 51%. 
 
En cuanto a la satisfacción del público, la investigación indica 
que un 55% de usuarios considera que los servicios que ofrece 
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el Poder Judicial en general han mejorado en el último año. En 
el caso de la Corte Suprema este índice creció a 70%.  Del 
mismo modo se indica que el 62% de encuestados quedó 
satisfecho con el servicio de información y orientación que 
recibió en el Poder Judicial en su conjunto. En la Corte Suprema 
esta satisfacción alcanza el 74%.  
 
En general, el 44% de encuestados quedó satisfecho con la 
atención que recibió por parte del Poder Judicial en su conjunto. 
En la Corte Suprema esta satisfacción alcanza el 61%. Según 
fuentes de funcionarios del Poder Judicial, los resultados de esta 
encuesta no se utilizaron para introducir mejoras en el sistema. 
 
B. Décima Encuesta Nacional sobre Percepciones de Corrupción 
elaborada por Proética.  
En el mes de setiembre del año 2017, Proética publicó la Décima 
Encuesta Nacional sobre Percepciones de Corrupción. Dado el 
volumen del informe de la encuesta, se le incluirá como parte de 
la bibliografía (Proética, 2017). Esta encuesta destaca 
claramente tres puntos importantes: 
 
• Existe una gran desconfianza en el Poder Judicial 
• Dos de cada tres encuestados manifiestan que actos tales 
como pagar sobornos para evitar una multa, acelerar 
trámites o piratear servicios públicos no constituyen 
acciones negativas. 
• Entre los que declaran haber pagado alguna cantidad de 
dinero a una autoridad para recibir un servicio, uno de los 
principales motivos para hacerlo es que de lo contrario es 





Figura 2. Ranking de Instituciones más Corruptas en el país 
Fuente: Proetica – Corrupción en la Política   
 
 
Figura 3. Percepción de la corrupción 





Figura 4. Percepción de los ciudadanos sobre los funcionarios públicos 




Figura 5. Razones de sobornos 
Fuente: Fuente: Proetica – Corrupción en la Política 
 
C. GFK. 
El 1 de julio de 2018, GFK publicó la Encuesta Nacional Urbano 
Rural donde, entre otros temas, se mide la aprobación 
ciudadana del Poder Judicial y Ministerio Público (GFK, 2018).   
67 
  
Figura 6. Percepción del Poder Judicial 
Fuente: Fuente: Proetica – Corrupción en la Política 
 
Según dicha encuesta, el nivel de aprobación del Poder Judicial 
desciende considerablemente a partir del mes de febrero de 
2018. Resulta interesante observar el nivel de aprobación en el 
mes de enero de 2018 que llega a un 26% para luego bajar 
abruptamente al 15% en el mes de febrero y marzo de 2018. 
 
El nivel de desaprobación más alto se muestra en el mes de 
febrero de 2018 con un 82% y se mantiene entre el 77% y 78% 
entre los meses de mayo a julio del mismo año. 
 
D. IPSOS.  
Según IPSOS, la aprobación del Poder Judicial en el mes de 
julio del año 2018 descendió a 12%, su mínimo histórico, y su 
desaprobación se ha elevado a 80% (IPSOS, 2018).  
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Figura 7. Aprobación del Poder Judicial 
Fuente: IPOS Apoyo 
 
E. Datum 
No se ha encontrado información específica de la encuestadora 
Datum sobre el nivel de aprobación de la ciudadanía del Poder 
Judicial. Sin embargo, en agosto de 2018, dicha empresa de 
investigación de mercados publicó una encuesta pública a nivel 
nacional donde se señala el nivel de percepción de la población 
sobre las instituciones con más poder en el país. El Poder 








En el mes de julio del año 2018, la Compañía Peruana de 
Estudios de Mercados y Opinión Pública (CPI) publicó una 
encuesta nacional rural y urbano por los cien primeros días de 
la gestión del presidente del Perú, Martín Vizcarra. En este 
contexto, se incluyó también la percepción que tienen los 
peruanos sobre diversas instituciones públicas, entre las que se 
incluyó al Poder Judicial (Compañía Peruana de Estudiois de 
Mercados y Opinión Pública, 2018).   
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Figura 9. Ranking de Aprobación de Instituciones Públicas 
Fuente: CPI Compañía Peruana de Estudios de Mercado y opinión Pública 
S.A.C. 
 
En este sentido, en el mes de noviembre de 2017, la aprobación 
del Poder Judicial era 15.1% y la desaprobación 81.1%. En el 
mes de mayo de 2018, la aprobación del Poder judicial llegó al 
9.6% y la desaprobación al 87.0%. Para el mes de julio de 2018, 
hubo una ligera recuperación de 11.1% de aprobación y 84.9% 
de desaprobación. Es posible que esta ligera recuperación se 
deba al cambio de gestión en el Poder Ejecutivo que haya 
generado cierta esperanza generalizada en la población.  
 
No cabe duda pues que hoy el Poder Judicial es una de las 
instituciones con más alto nivel de desaprobación en el país. La 
coyuntura actual de corrupción en el sistema de justicia con la 
difusión de los CNM audios y la intervención de varios altos 
funcionarios del sistema de justicia implicados en actos de 
corrupción o, por decir lo menos, actos irregulares, no hay 
pasado desapercibidos por la ciudadanía y han tenido un 






3.2. Estudio cualitativo: Entrevistas en profundidad  
Para efectos del presente trabajo de investigación además se realizaron 
entrevistas en profundidad, ver anexo N° 9, a diferentes profesionales, 
quienes de una u otra forma y, desde perspectivas diferentes, son 
competentes en el tema o tienen interesantes percepciones sobre la materia 
que inspira el presente estudio de investigación.  
 
En primer lugar, se entrevistó al director del Centro de Investigaciones 
Judiciales del Poder Judicial, así como a cuatro jueces de salas penales 
permanentes de la Corte Suprema de Justicia del Perú. Por el alto cargo que 
ostentan, y dada la coyuntura actual en el sistema de justicia, sus nombres se 
mantendrán en reserva. 
 
Se entrevistó también al abogado Walter Albán Peralta, quien fuera Defensor 
del Pueblo, ministro del Interior y Director Ejecutivo de Proética. Del mismo 
modo, fue miembro de la Comisión Consultiva denominada “Comisión de 
Reforma del Sistema de Justicia”, creada por Resolución Suprema N° 142-
2018-PCM. 
  
Adicionalmente, se entrevistó a César Azabache Caracciolo, abogado 
litigante y consultor independiente en temas de justicia penal, así como 
miembro del primer equipo de la Procuraduría Anticorrupción del Estado 
Peruano.  
 
También se entrevistó a una ex juez superior anticorrupción, quien solicitó 
guardar su nombre en reserva y al abogado Fernando Chiang, quien cuenta 
con más de veinte años de experiencia como litigante. Asimismo, se entrevistó 




3.3. Estudio cuantitativo: Encuestas on line  
En la presente investigación, se ejecutó un cuestionario en línea través de la 
plataforma “Google survey”, del 10 al 13 de octubre del 2018, el mismo que 
consistió en una batería de 12 preguntas, siendo cuatro de control y ocho 
enfocadas al tema de análisis, pudiéndose así recoger así la opinión de 266 
personas (Anexo 10). 
 
En este sentido, las personas encuestadas han brindado información 
reveladora sobre la percepción del público en lo que a transparencia y 
corrupción del Poder Judicial se refiere. En cuanto al perfil de los mismos, 
estos son en un 64.8% del género masculino y un 35.2% femenino, cuyo 
rango de edad es mayor a los 50 años en un 55.4%, seguido por los que están 
en un intervalo que va desde los 41 a 50 años (20.4%). Asimismo, en relación 
a su zona de residencia, en la muestra predomina Lima Centro (43.2%), 
seguido por Lima Sur (33.7%). Cabe resaltar que el 80% se desempeñan 
laboralmente como abogados, seguidos por aquellos que ejercen las carreras 




¿Cuál es su percepción sobre la probidad de los jueces en el Perú? 
Opciones Frecuencia Porcentaje 
Excelente 0 0.00% 
Buena 8 3.01% 
Regular 82 30.83% 
Mala 78 29.32% 
Pésima 98 36.84% 
Total 266 100.00% 
Fuente: Montero, 2019 
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Gráfico 1. ¿Cuál es su percepción sobre la probidad de los jueces en el Perú? 
Fuente: Montero, 2019 
 
El 66,17% de participantes manifestaron tener una pésima percepción sobre 
la probidad de los jueces en el Perú; seguida por un 30,84% que la cataloga 
como regular y solo un 2,6% que la calificó la moralidad de los mismos.  
 
Pregunta N° 2: ¿Cuál cree usted que es el nivel de probabilidad que un 




¿Cuál cree usted que es el nivel de probabilidad que un número importante 
de los jueces en Perú estén involucrados en actos de corrupción? 
Opciones Frecuencia Porcentaje 
Muy alto 107 40.23% 
Alto 111 41.73% 
Medio 36 13.53% 
Bajo  6 2.26% 
Muy bajo  6 2.26% 
Total 266 100.00% 















Excelente Buena Regular Mala Pésima




Gráfico 2. ¿Cuál cree usted que es el nivel de probabilidad que un número importante de 
los jueces en Perú estén involucrados en actos de corrupción? 
Fuente: Montero, 2019 
 
El 81,95% de participantes declararon un nivel muy alto de probabilidad de 
jueces involucrados en actos de corrupción; seguido por un 13.53% que 
evaluó la probabilidad promedio y tan solo un 4.51% de encuestados que sea 
baja dicha consulta. En este punto, cabe resaltar lo señalado más adelante 
en la sección 3.4.3 sobre las posibles causas por las cuales los seres 
humanos incurren en actos de corrupción, en opinión del psicoanalista 
entrevistado, Leopoldo Caravedo Molinari. 
 
Pregunta N° 3: Durante su experiencia como litigante ¿alguna vez algún juez 
le solicitó algo para beneficiarlo en un proceso judicial? 
 
Tabla 3 
Durante su experiencia como litigante ¿alguna vez algún juez le solicitó algo 
para beneficiarlo en un proceso judicial? 
Opciones Frecuencia Porcentaje 
Sí 96 36.09% 
No 170 63.91% 
Total 266 100.00% 
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Gráfico 3. Durante su experiencia como litigante ¿alguna vez algún juez le solicitó algo 
para beneficiarlo en un proceso judicial? 
Fuente: Montero, 2019 
 
El 36,09% de participantes respondió afirmativamente y 63,91% lo hizo en 
forma negativa, lo cual permite señalar que la mayoría de las personas que 
participaron en la presente muestra tienen una percepción negativa de los 
jueces en el Perú por motivos ajenos al hecho de habérseles ofrecido algún 
beneficio en un proceso judicial.  
 
Pregunta N° 4: Durante su experiencia como litigante ¿alguna vez le ofreció 
algo a un juez para ser beneficiado en un proceso? 
 
Tabla 4 
Durante su experiencia como litigante ¿alguna vez le ofreció algo a un juez 
para ser beneficiado en un proceso? 
Opciones Frecuencia Porcentaje 
Sí 18 6.77% 
No 248 93.23% 
Total 266 100.00% 
Fuente: Montero, 2019 
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Gráfico 4. Durante su experiencia como litigante ¿alguna vez le ofreció algo a un juez para 
ser beneficiado en un proceso? 
Fuente: Montero, 2019 
 
Solo el 6.7% de participantes respondió afirmativamente y el 93,23% lo hizo 
en forma negativa, lo cual permite señalar que la mayoría de las personas que 
participaron en la presente muestra tienen una percepción negativa de los 
jueces en el Perú por motivos ajenos al hecho de haber ofrecido algún 
beneficio a un juez en un proceso judicial. 
 
Pregunta N° 5: ¿Cuál de los siguientes elementos cree usted que es la causa 
principal por la que algunos jueces se involucran en actos de corrupción? 
 
Tabla 5 
¿Cuál de los siguientes elementos cree usted que es la causa principal por 
la que algunos jueces se involucran en actos de corrupción? 
Opciones Frecuencia Porcentaje 
Remuneraciones son muy bajas 25 5.81% 
Falta de transparencia en los procesos 67 15.58% 
Falta de ética e integridad por parte de los jueces 213 49.53% 
Los litigantes les ofrecen dinero 49 11.40% 
Es culpa del sistema en general 76 17.67% 
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Gráfico 5. ¿Cuál de los siguientes elementos cree usted que es la causa principal por la 
que algunos jueces se involucran en actos de corrupción? 
Fuente: Montero, 2019 
 
El 5,81% de participantes declaró que la causa principal son las 
remuneraciones demasiado bajas; 15,58% la falta de transparencia en los 
procesos; 49,53% la falta de ética e integridad por parte de los jueces; 11,40% 
el hecho de recibir ofertas por parte de litigantes y 17,67% declaro como 
causa principal el sistema en general. 
 
Queda claro que la mayoría de las participantes cuestionan la ética e 
integridad de los jueces en el Perú. Del mismo modo, un buen número de 
participantes piensa que falta transparencia en los procesos y que el sistema 
en general es una de las causas principales por las que algunos jueces se 
involucran en actos de corrupción.  
 
Ahora bien, en la pregunta N° 3 del cuestionario, un 36,09% de participantes 
respondió afirmativamente al hecho de haber recibido una solicitud de dinero 
por parte de un juez para obtener un beneficio en algún proceso. Del mismo 



























5. ¿Cuál de los siguientes elementos cree usted que es la causa 
principal por la que algunos jueces se involucran en actos de 
corrupción?
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alguna prestación a cambio de algún beneficio procesal. Sin embargo, en esta 
pregunta el 18,7% de participantes declaró como causa principal el hecho de 
recibir ofertas por parte de litigantes.  
 
Esta información cuantitativa permite inferir que muchas personas están en el 
entendimiento que los jueces reciben prestaciones a cambio de favores 
procesales pero que no lo han experimentado personalmente.  
 
Pregunta N° 6: ¿Cree usted que, si se transparenta toda la información de los 
casos en trámite por Internet, ayudaría a evitar los actos de corrupción por 
parte de los jueces? 
 
Tabla 6 
¿Cree usted que, si se transparenta toda la información de los casos en 
trámite por Internet, ayudaría a evitar los actos de corrupción por parte de 
los jueces? 
Opciones Frecuencia Porcentaje 
Sí 191 71.80% 
No 75 28.20% 
Total 266 100.00% 
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Gráfico 6. ¿Cree usted que, si se transparenta toda la información de los casos en trámite 
por Internet, ayudaría a evitar los actos de corrupción por parte de los jueces? 
Fuente: Montero, 2019 
 
A esta pregunta, el 71,80% de los participantes respondió afirmativamente y 
el 28,20% lo hizo en forma negativa. Por ello, se puede deducir que esta 
diferencia opina que la transparencia de la información no ayuda a evitar el 
problema de corrupción en el Poder Judicial, constituyendo esto, solo parte 
de la solución en la lucha contra la corrupción en este Poder del Estado. 
 
Pregunta N° 7: Con relación a la transparencia en el Poder Judicial ¿qué 
medidas considera que son imprescindibles tomar? 
Dado que esta pregunta se planteó en forma abierta, se obtuvo una gran 
variedad de respuestas. Por tal motivo, las respuestas se pueden consultar 
en el Anexo N° 08. Sin embargo, se procederá a hacer una síntesis de ellas: 
 
En lo que a transparencia se refiere, puntos en común entre las personas que 
participaron de la muestra son la publicación de sentencias; contar con 
estadísticas en el portal web pues no se publican; mayor predictibilidad en las 
decisiones judiciales; no debe haber nada secreto en lo que concierne al 
trámite en proceso; debe saberse quién tiene el expediente; nadie debe visitar 
a un juez sin registrarse; obligación de publicar las reuniones, incluso las que 
se dan ante auxiliares judiciales pues muchas veces la corrupción se da a 
este nivel; expedientes públicos; restringir la reserva únicamente para casos 
que impliquen la integridad personal; publicar estadísticas sobre plazos de 
resolución; digitalización de sentencias; obligación de publicar y notificar 
sentencias y otras actuaciones relevantes apenas sean emitidas; obligación 
de publicar las faltas éticas en que incurran los jueces, y no solo los delitos. 
 
En lo que a integridad y ética se refiere, puntos en común entre las personas 
que participaron de la muestra son compromiso y honestidad; contratar jueces 
con probada integridad profesional y moral. 
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En cuanto a acciones de control se refiere, se mencionó cambiar el sistema 
de elección de jueces; ser más estrictos en los requisitos para postular al 
cargo; no contratar jueces con mala calificación de riesgo crediticio pues esto 
los lleva a delinquir; obligar a todas las aerolíneas a reportar los viajes de 
todos los funcionarios del Estado, incluidos sus familiares: establecer la 
obligación de investigar a los jueces cada  cinco años por aumentos de 
patrimonio; limitar el secreto bancario y de comunicaciones de los jueces y 
sus allegados; y vigilancia pública. 
 
Pregunta N° 8: ¿Qué cree usted que ayudaría a mejorar la imagen y 
reputación del Poder Judicial? 
Dado que esta pregunta se planteó en forma abierta, se obtuvo una gran 
variedad de respuestas. Por tal motivo, las respuestas se pueden consultar 
en el Anexo N° 08. Sin embargo, se procederá a hacer una síntesis de ellas. 
 
En lo que a transparencia se refiere, puntos en común entre las personas que 
participaron de la muestra son el poder saber cuándo se despiden jueces y 
personal jurisdiccional por actos de corrupción;  transparencia en la elección 
de jueces y que ellos sean e valuados por personas capacitadas; 
predictibilidad de los fallos; difusión de los casos más emblemáticos; 
transmisiones en vivo de las audiencias y la posibilidad que estas sean 
discutidas entre abogados y sociedad civil; resoluciones debidamente 
motivadas publicadas en el portal del Poder Judicial; evaluaciones públicas 
de los jueces; nombramiento de jueces mediante concursos públicos y 
exigencia de especialidad; y oralidad en los procesos. 
 
En lo que a integridad y ética se refiere, puntos en común entre las personas 
que participaron de la muestra son elegir personas con valores; que los jueces 
sean conscientes que son servidores públicos y que están al servicio de la 
sociedad; se debe llevar a cabo evaluaciones psicológicas cada cierto tiempo 
y este debe ser un criterio a evaluar al momento de considerar los ascensos. 
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Entre otros puntos comunes expuestos por las personas que participaron en 
la muestra se puede mencionar a la necesidad de una reforma profunda e 
integral; contar con jueces más preparados y humildes; prohibir el 
nombramiento de jueces supernumerarios; crear una escuela formativa de 
jueces; y disponer de procesos más cortos. 
 
No se puede dejar de mencionar la postura de algunos participantes en el 
sentido de hacer una “purga” total, pues, en su opinión, difícilmente se puede 
mejorar la imagen y reputación del Poder Judicial peruano después de los 
últimos acontecimientos relacionados con los llamados “audios de la 
vergüenza”.  Este tipo de comentarios dejan entrever la crisis de reputación 
en que se encuentra el Poder Judicial en el Perú.   
 
El aporte tecnológico es sin duda una herramienta muy importante para 
acabar con la opacidad de la gestión jurisdiccional actual y migrar hacia un 
sistema de justicia moderno que asegure transparencia, eficiencia, 




3.4.1. La cultura del secreto obedece a diversos factores y tiene un 
efecto negativo en la labor jurisdiccional y en el acercamiento del 
ciudadano a dicha labor jurisdiccional.  
Tal como lo manifestaron durante las entrevistas llevadas a cabo a 
personas que trabajan en el Poder Judicial, en la Corte Suprema de 
Justicia del Perú sigue imperando una cultura del secreto, lo cual 
permite entender (más no justificar) el temor que sienten los jueces 
de esta Corte y los funcionarios jurisdiccionales que en ella laboran 
para tomar decisiones con autonomía en un contexto donde están 
expuestos al régimen sancionador que reciben no solo de los demás 
jueces, sino también del poder político, abogados, entre otros. 
   
En este sentido, y para emitir un pronunciamiento judicial con 
transparencia, es inevitable sopesar el daño que originaría dicho 
pronunciamiento. En nuestro sistema judicial y, para efectos de la 
presente investigación, en las salas penales de la Corte Suprema, el 
riesgo de daño más cercano para uno de sus jueces es el riesgo de 
su propia carrera. Con ello, se evita el acceso a la información, 
dejando impune su violación, institucionalizándose así la cultura del 
secreto. 
    
La cultura del secreto propicia ineficiencia en la gestión e impulsa 
actos de corrupción, lo cual carece de todo sentido dentro de todo 
Estado Constitucional que se precie de serlo. Esto ha quedado 
corroborado por la información obtenida en el muestreo cuantitativo 
anónimo llevado a cabo, donde el 26,8% de los participantes opinaron 
que la falta de transparencia en los procesos es la causa principal por 
la que algunos jueces incurren en actos de corrupción (Anexo N° 8, 
pregunta N° 5). 
  
Del mismo modo en la pregunta N° 6 del referido muestreo, 72,3% de 
los participantes opinan que, de transparentarse toda la información 
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de los casos en trámite en el portal del Poder Judicial, ayudaría a 
evitar actos de corrupción por parte de los jueces. 
 
3.4.2. Para acabar con la cultura del secreto, se requiere liderazgo. Sin 
embargo, no hay voluntad política institucional.  
A pesar de que el secretismo es una característica cultural de nuestra 
sociedad, es posible acabar él en las salas penales de la Corte 
Suprema de Justicia. Para ello se requiere liderazgo y voluntad 
política. Sin embargo, ha sido difícil asumir la responsabilidad de un 
cambio tan radical. 
 
3.4.3. Lograr una transparencia completa en la Corte Suprema solo es 
una parte del problema en la lucha contra la corrupción. 
Para efectos de la presente investigación se ha abordado el tema de 
la transparencia de la información administrativa con incidencia 
jurisdiccional en las salas penales de la Corte Suprema del Perú. Los 
jueces de estas salas con quienes se conversó y los expertos en el 
tema coinciden en que al transparentar las rutas de los expedientes 
judiciales y los actos jurisdiccionales solo se está brindando 
información sobre la temporalidad de los expedientes. Sin duda, ello 
permite evitar la corrupción menor, como la dinámica de 
ofrecimientos, dádivas, favores, etc., entre abogados, litigantes y 
personal jurisdiccional y permite respuestas rápidas cuando se desea 
obtener información. 
  
Sin embargo, este material de trámite no indica cómo se resuelven 
los casos ni qué eventos suceden en el entorno de los jueces 
(conversaciones, favores, pago por favores, entre otros).  En este 
sentido, el proceso de decisión y los factores extrajurídicos que 
subyacen en el proceso de toma de decisiones de un juez (contactos, 
presiones políticas y sociales; entrega de contraprestaciones a 




Torna especial importancia en este punto lo manifestado por el 
psicoanalista Leopoldo Caravedo Molinari al manifestar las causas 
por las cuales el ser humano incurre en actos de corrupción.  
 
En su opinión, todos los seres vivientes buscan el bienestar y ante 
situaciones incómodas se busca automáticamente la protección. Por 
ejemplo, cuando los animales sienten frio, se abrigan o buscan una 
guarida; cuando se sienten amenazados, atacan o escapan. Es pues 
un mecanismo de supervivencia que en el caso de los animales tiene 
connotaciones biológicas. Ahora bien, si trasladamos esta conducta a 
los seres humanos, dotados de razón, este sentido de supervivencia 
no es solo biológico, sino que tiene además connotaciones sociales, 
donde la supervivencia se utiliza también para sobrevivir en un 
entorno social determinado. 
  
Caravedo Molinari afirma que la mentira es uno de los mecanismos 
que el ser humano utiliza para sentirse bien y evitar caer en 
situaciones incómodas y poder así, sobrevivir en su entorno social, 
pudiendo incurrir en conductas deshonestas o alejadas de lo que se 
considera ético. En este contexto, conocer los códigos sociales de 
ética no es suficiente para resolver el tema de la honestidad, máxime 
cuando el comportamiento ético no es un ejercicio racional sino 
emocional. Muchas veces tomamos decisiones por motivos 
emocionales más que racionales.  
 
Adicionalmente a esto, Caravedo Molinari explicó que no podemos 
perder de vista que el ser humano necesita pertenecer siempre a algo. 
Esto puede llevar a algunas personas a cometer actos de corrupción 
por lograr pertenecer a alguna cadena de poder (esto está 
estrechamente ligado a la impunidad, no desde el punto de vista 
jurídico sino el pensar que el poder es el fin último y que, con poder, 
no habrá consecuencias negativas).  
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El psiquismo tiene dimensiones que en ocasiones no se manifiestan 
y que solo lo hace en un contexto determinado (por ello se afirma que 
el contexto en el cual se desenvuelve el individuo es de suma 
importancia). En este sentido, puede ser que una persona nunca haya 
tenido manifestaciones de corrupción y en un contexto determinado 
(con poder, rodeado de personas influyentes, rodeado de personas 
que lo convencen, entre otras circunstancias) incurra en actos de 
corrupción. 
 
Todas las personas entrevistadas coincidieron en que al 
transparentar información administrativa con incidencia jurisdiccional 
se aporta un grano de arena al gran problema de la corrupción judicial. 
Sin duda, se restringe la probabilidad de actos de corrupción, pero, 
en todo caso, en solo una parte de la solución. En este sentido, se 
puede revisar la información obtenida en el muestreo cuantitativo 
anónimo llevado a cabo donde el 26,8% de los participantes opinaron 
que la falta de transparencia en los procesos es la causa principal por 
la que algunos jueces incurren en actos de corrupción (Anexo N° 8, 
pregunta N° 5).  
 
Del mismo modo en la pregunta N° 6 del referido muestreo, 72,3% de 
los participantes opinan que, de transparentarse toda la información 
de los casos en trámite en el portal del Poder Judicial, ayudaría a 
evitar actos de corrupción por parte de los jueces.  
 
En este sentido, de acuerdo con las entrevistas llevadas a cabo y con 
los resultados del muestreo antes referido (pregunta N° 12 del Anexo 
N°8) , existen propuestas que aun cuando salen fuera del objeto del 
presente trabajo de investigación, convendría mencionar: la 
necesidad de una reforma profunda e integral; jueces más preparados 
y humildes; prohibir el nombramiento de jueces supernumerarios; 
crear una escuela formativa de jueces; procesos más cortos; 
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establecer una regulación de las reuniones entre jueces y abogados 
o litigantes después de la vista de la causa; apuntalando la necesidad 
de contar con políticas públicas articuladas donde exista 
interoperabilidad entre todas las entidades que conforman el sistema; 
cambiar el sistema de designación de jueces; entre otras. 
 
3.4.4. Se requiere crear una cultura de predictibilidad judicial 
Actualmente los litigantes se encuentran en una situación de 
incertidumbre constante en el sentido que no hay certeza sobre cómo 
un juez resolverá un proceso. En consecuencia, se requiere una 
administración de justicia moderna que ofrezca seguridad y 
estabilidad jurídica a los administrados. Esta afirmación se corroboró 
en todas las entrevistas llevadas a cabo, salvo en lo que se refiere al 
abogado César Azabache, quien opina que esta predictibilidad solo 
funciona si se asegura la inamovilidad de los jueces. En cuanto al 
muestreo cuantitativo llegado a cabo, si revisamos las respuestas a 
las preguntas N° 7 y N° 12 (preguntas abiertas) se obtuvieron varias 
respuestas en el sentido de que la predictibilidad de sentencias es 
una medida que ayudaría a contar con un Poder Judicial más 
transparente, lo cual se reflejaría en la reputación institucional de este 
Poder del Estado. 
         
Es así que, si se logra contar con un sistema, mediante el cual exista 
un registro de acceso público donde aparezcan no solo las sentencias 
de los jueces que conforman las salas penales de la Corte Suprema, 
sino que, en un mecanismo mediante el cual se pueda filtrar los casos 
por materia, se contará con un historial sobre cómo ha sentenciado el 
juez en el tiempo establecido. Con ello, se conseguiría lo siguiente: 
 
• Fomentar la transparencia y acceso a la información pública 
judicial. 
• Promover mayores grados de autonomía de los jueces, libres de 
presiones extrajudiciales. 
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• Se generará una estabilidad en el sistema jurisdiccional, pues 
se evitará pronunciamientos discordantes o contradictorios ante 
casos similares. 
• Se reduce el ámbito de discrecionalidad del juez con lo cual 
disminuye la probabilidad de corromper a los jueces supremos. 
Si en un caso concreto, existe un apartamiento de un juez frente 
a la posición mostrada en sentencias anteriores, el juez deberá 
fundamentar el cambio de su posición. De no hacerlo, este 
hecho constituirá una alarma que habrá que investigar. 
• El litigante podrá de antemano predecir cómo decidirá el juez. 
• Se generará mayor confiabilidad en las resoluciones judiciales 
emitidas por los jueces, lo cual tendrá un impacto positivo en la 
reputación de la institución. 
 
3.4.5. Las distintas salas de la Corte Suprema no gestionan de la 
misma manera la información administrativa con incidencia 
jurisdiccional. 
 
De las entrevistas llevadas a cabo a distintos jueces penales de la 
Corte Suprema se observó que no todos los despachos judiciales 
gestionan la información administrativa con incidencia jurisdiccional 
de la misma manera. Los despachos judiciales no se encuentran 
integrados entre sí en el sentido que cada Presidente de Sala dispone 
la manera cómo se administrará la información a su cargo.  
 
Se observó que unas cuantas salas penales de la Corte Suprema de 
Justicia tienen un sistema de gestión documentaria digitalizado, 
donde se puede ver la ruta de un expediente desde que ingresa a la 
mesa de partes hasta que se expide la ejecutoria (Anexo N° 5). 
Incluso existe un formulario para la consulta de expedientes con 
criterios de búsqueda de diverso tipo (tipo de recurso, número de 
recurso, número de expediente de procedencia y, nombre o razón 
social (Anexo N° 5). Con esta información se puede acceder a las 
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sentencias digitalizadas. Se hace pues necesario uniformizar el 
seguimiento y el desarrollo de la gestión de información.  
  
3.4.6. Se deben controlar las audiencias privadas entre jueces y 
abogados o litigantes. 
Tal como se señaló en el punto 3.3.3 anterior, el proceso de decisión 
y los factores extrajurídicos que subyacen en el proceso de toma de 
decisiones de un juez (contactos, presiones políticas y sociales; 
entrega de contraprestaciones a cambio de favores; prejuicios; 
valores; ética, etc.), es imposible de transparentar. En este sentido, 
las audiencias privadas entre jueces y abogados o litigantes es algo 
que merece una revisión. 
 
En la actualidad, existe una práctica de los abogados para solicitar 
citas privadas con los jueces amparada en el artículo 289° de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial que a la letra señala lo siguiente: 
 
“Artículo 289.- Derechos. Son derechos del Abogado Patrocinante: 1.- 
Defender con independencia a quienes se lo soliciten en cualquier 
etapa del proceso; 2.- Concertar libremente sus honorarios 
profesionales; 3.- Renunciar o negarse a prestar defensa por criterio 
de conciencia; 4.- Exigir el cumplimiento de la defensa cautiva; 5.- 
Informar verbalmente o por escrito en todo proceso judicial, antes que 
se ponga fin a la instancia; 6.- Exigir el cumplimiento del horario del 
Despacho Judicial y de las diligencias o actos procesales; 7.- Ser 
atendido personalmente por los Magistrados, cuando así lo requiera 
el ejercicio de su patrocinio; y, 8.- Recibir de toda autoridad el trato 
que corresponde a su función.”   
Es amparándose pues en el numeral 7° del referido artículo normativo 
que, según lo declarado por los jueces entrevistados, los abogados 
solicitan audiencia con los jueces, incluso después de haberse 
llevado a cabo la vista de la causa. Claro está que es en estas 
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reuniones personales ante el juez donde se dan las condiciones para 
que se generen actos de corrupción.  
 
Ante este hecho, el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial emitió el 13 
de marzo del año 2013 la Resolución Administrativa N° 044-2013-CE-
PJ (Anexo N° 6), donde se advierte lo siguiente: que el ordenamiento 
procesal nacional señala que todas las manifestaciones se pueden 
expresar de manera escrita y también oral, con las formalidades 
establecidas por la norma. En este sentido, las entrevistas en muchos 
casos disminuyen las horas efectivas de trabajo de los jueces, 
distrayendo su labor. La referida resolución administrativa señala en 
su artículo octavo que, en la mayoría de los casos, las entrevistas se 
solicitan para brindar información sin elementos probatorios, alterar el 
orden de las causas previstas de manera regular, pedir tratamientos 
especiales sin justificación aparente, entre otros factores que 
propician sin duda actos de corrupción. 
 
Por otro lado, y más reciente, el Informe de la Comisión Consultiva 
para la Reforma del Sistema de Justicia, de fecha 26 de julio de 2018 
(Anexo N° 7), elaboró en su punto 4 la siguiente pauta para interpretar 
el artículo 289° de la Ley Orgánica del Poder Judicial: 
 
“4. Las relaciones del juez con los abogados y litigantes es un espacio 
muy sensible en la resolución de los casos judiciales. El artículo 289.7 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial reconoce como derecho de los 
abogados ser atendidos personalmente por los Magistrados cuando 
así lo requiera el ejercicio de su patrocinio. Este derecho, primero, no 
se ejerce en reuniones sociales o privadas y, menos, por teléfono u 
otro mecanismo virtual, sino en el local judicial; y, segundo, no se 
concreta en exponer su pretensión respecto a la decisión del caso. 
Estos contactos han de ser transparentes: citas previstas y registro 
de las mismas en un sistema virtual, de conocimiento público. La 
igualdad de armas y la lógica del procedimiento no permiten que se 
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expongan las pretensiones del caso extraprocesalmente, sino que en 
todo caso se haga mención a tardanzas, problemas e irregularidades 
en la tramitación de la causa para su inmediata solución o corrección. 
La defensa del caso se debe ejercer en las audiencias o mediante el 
respectivo escrito.  
 
El Consejo Ejecutivo del Poder Judicial debe reglamentar 
adecuadamente estas entrevistas con abogados y litigantes, y 
garantizar su transparencia.”  
 
De las entrevistas llevadas a cabo, los jueces con quienes se 
conversó manifestaron estar de acuerdo con esta pauta, mientras que 
los abogados litigantes no mostraron mucha simpatía con ella, toda 
vez que, en su opinión, estas reuniones sirven para aclarar puntos no 
mencionados en la vista de la causa y no necesariamente se propician 
actos de corrupción.  
 
3.4.7. La tecnología juega un papel preponderante en la lucha contra la 
corrupción. 
El aporte tecnológico es sin duda una herramienta muy importante 
para acabar con la opacidad de la gestión jurisdiccional actual y 
migrar hacia un sistema de justicia moderno que asegure 







En el presente capítulo se presentan las conclusiones a las que se ha llegado en 
el desarrollo del trabajo de investigación. 
 
1. Se validan las hipótesis planteadas en el siguiente estudio, la misma que 
postula lo siguiente: “Un sistema judicial que no gestiona adecuadamente la 
información con incidencia jurisdiccional (en esta investigación, en los 
procesos penales ante la Corte Suprema) propicia actos de corrupción, 
socaba la integridad de los jueces y la reputación institucional”. Ello, en razón 
a que, si bien una gestión adecuada de la información con incidencia 
jurisdiccional evita actos de corrupción, no la elimina en tu totalidad. Tal como 
se ha visto a lo largo del presente trabajo de investigación, muchos de los 
actos de corrupción se dan a nivel de relaciones personales de los jueces, las 
cuales, no se pueden hacer totalmente transparente. Asimismo, se aceptan 
las hipótesis específicas, las mismas que hacen referencia a que en esta 
entidad se gestiona la información con incidencia jurisdiccional en los 
procesos penales ante la Corte Suprema; influye una mala gestión de la 
información con incidencia jurisdiccional en la comisión de actos de 
corrupción; y la mala gestión de información con incidencia jurisdiccional en 
la integridad de jueces supremos en los procesos penales, socaba la 
reputación institucional del Poder Judicial. 
 
2. La gestión de la información en las salas penales de la Corte Suprema de 
Justicia del Perú ha sido catalogada y vinculada en cierta medida con actos 
de corrupción, en donde está en juego la integridad de los jueces, la 
reputación y la buena imagen institucional. 
 
3. Es necesario pues, generar cambios culturales en los jueces a fin de lograr 
cambios en los valores, lo cual tendrá una incidencia directa en su actuar 
privado. Ello, junto con una cultura de transparencia y una gestión adecuada 
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de la información con incidencia jurisdiccional, generará los cambios 
esperados en los jueces de las salas penales de la Corte Suprema del país.  
 
4. La mala gestión en la información con incidencia jurisdiccional puede llegar a 
conllevar a una vulneración o una amenaza de vulneración a la integridad de 
los jueces, así como un menoscabo a la reputación institucional del Poder 
Judicial. 
 
5. El Poder Judicial del Perú es una de las entidades con menor aceptación 
ciudadana y con una mayor percepción de corrupción. Esto ha sido 
corroborado tanto en la revisión de antecedentes, así como en la aplicación 
de la encuesta on line, la misma que ha develado los siguientes hallazgos en 
las respuestas a la pregunta N° 2, en donde el 81,95% de participantes 
declararon un nivel alto de probabilidad de jueces involucrados en actos de 
corrupción; 13.53% medio y solo un 4,51% declararon un nivel de probabilidad 
bajo. Adicionalmente, las encuestas presentadas en este trabajo de 
investigación demuestran la alta percepción de la ciudadanía sobre el Poder 
Judicial como un poder con niveles altos de corrupción.   
 
6. La gestión de información es uno de los problemas más difíciles que enfrenta 
el Poder Judicial, dada la cultura del secreto que impera en el Perú, y las 
diversas y preocupantes manifestaciones de corrupción existentes en las 
distintas entidades públicas. 
 
7. En las salas penales de la Corte Suprema del Perú no existe homogeneidad 
en cuanto a la información que se pone a disposición del público. De las 
entrevistas llevadas a cabo a distintos jueces penales de la Corte Suprema 
se observó que no todos los despachos judiciales gestionan la información 
administrativa con incidencia jurisdiccional de la misma manera. No todos los 
despachos judiciales se encuentran integrados entre sí en el sentido que cada 
Presidente de Sala dispone la manera cómo se administrará la información a 
su cargo.  Se hace pues necesario uniformizar el seguimiento y el desarrollo 
de la gestión de información. 
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8. Aun cuando existe un marco normativo adecuado sobre acceso a la 
información, el cumplimiento de ésta es meramente formal, pues no existe un 
control real sobre la información que se publica. En este sentido, la existencia 
de normativa adecuada sobre acceso de información no garantiza la 
transparencia real de la información que se publica. Es necesario pues 
generar cambios culturales destinados a asegurar el cumplimiento de los 
valores que se buscan preservar, así como un quehacer de jueces respetuoso 
de parámetros éticos. Solo así se logrará el cabal cumplimiento de la 
normativa existente.  
 
9. Las audiencias privadas entre jueces, abogados y litigantes, al no estar 
reguladas adecuadamente, propician actos de corrupción. Dado que el 
proceso de toma de decisión y los factores extrajurídicos que subyacen en el 
proceso de toma de decisiones de un juez es imposible de transparentar, el 
desarrollo de las audiencias privadas entre jueces y abogados o litigantes 
merece darse en un escenario que ahora debiera contar con ciertas 
precisiones.    
 
10. No existe predictibilidad jurídica en las sentencias que dictan los jueces de las 
salas penales de la Corte Suprema de Justicia debido a falta de transparencia 
en su difusión. En tal sentido, los litigantes se encuentran en una situación de 
incertidumbre constante dado que no existe certeza sobre cómo un juez 
resolverá un proceso. En consecuencia, se requiere un sistema de impartición 
de justicia moderna que ofrezca seguridad y estabilidad jurídica a los 
administrados. 
 
11.  De este modo, se logrará fomentar la transparencia y el acceso a la 
información pública judicial; promover mayores grados de autonomía  de los 
jueces (libres de presiones extrajudiciales); se propiciará mayor estabilidad en 
el sistema jurisdiccional, pues se evitará pronunciamientos discordantes o 
contradictorios ante casos similares; se encuadrará  el ámbito de 
discrecionalidad del juez, con lo cual, entre otros aspectos, se disminuye la 
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probabilidad de corromper a los jueces supremos; y el litigante estará en la 
posibilidad de predecir cómo decidirá un juez. Con ello, se generará mayor 
confiabilidad en las resoluciones judiciales emitidas por los jueces, lo cual 
tendrá un impacto positivo en la reputación de la institución.     
 
12. Lograr una transparencia completa en las salas penales de la Corte Suprema 
es solo parte del problema en la lucha contra la corrupción. Ello, debido a que 
el proceso de decisión de los jueces es un acto de consciencia donde incide 
la integridad y la ética del juez. Las personas entrevistadas coinciden en que 
al transparentar las rutas de los expedientes judiciales y los actos 
jurisdiccionales solo se está brindando información sobre la temporalidad de 
los expedientes. Sin duda, ello permite evitar la corrupción menor, como la 
dinámica de ofrecimientos, dádivas, favores, etc., entre abogados, litigantes y 
personal jurisdiccional y permite respuestas rápidas cuando se desea obtener 
información. Sin embargo, este material de trámite no indica cómo se 
resuelven los casos ni qué eventos suceden en el entorno de los jueces 
(conversaciones, favores, pago por favores, entre otros).  En este sentido, el 
proceso de decisión y los factores extrajurídicos que subyacen en el proceso 
de toma de decisiones de un juez (contactos, presiones políticas y sociales; 
entrega de contraprestaciones a cambio de favores; prejuicios; etc.), son 
imposibles de transparentar.  
 
13. La cultura del secreto obedece a diversos factores. Tiene un efecto negativo 
en la labor jurisdiccional y en el acercamiento del ciudadano a dicha labor 
jurisdiccional. Esto explica (más no justifica) el temor que sienten los jueces 
de esta Corte y los funcionarios jurisdiccionales que en ella laboran para tomar 
decisiones con autonomía en un contexto donde están expuestos al régimen 
sancionador que reciben no solo de los demás jueces, sino también del poder 
político, abogados, entre otros. En este sentido, y para emitir un 
pronunciamiento judicial con transparencia, es inevitable sopesar el daño que 
originaría dicho pronunciamiento. En nuestro sistema judicial y, para efectos 
de la presente investigación, en las salas penales de la Corte Suprema, el 
riesgo de daño más cercano para uno de sus jueces es el riesgo de su propia 
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carrera. Con ello, se evita el acceso a la información, dejando impune su 
violación, institucionalizándose así la cultura del secreto. La cultura del 
secreto propicia ineficiencia en la gestión e impulsa actos de corrupción, lo 
cual carece de todo sentido dentro de todo Estado Constitucional que se 
precie de serlo. 
   
14. En muchos sectores no existe voluntad institucional para combatir la cultura 
del secreto. A pesar de que el secretismo es una característica cultural de 
nuestra sociedad, es posible acabar él en las salas penales de la Corte 
Suprema de Justicia. Para ello se requiere liderazgo y voluntad política. Sin 
embargo, ha sido difícil asumir la responsabilidad de un cambio tan radical. 
En este sentido, se debe buscar un Poder Judicial y, en este caso, las salas 
penales de la Corte Suprema de Justicia, con resoluciones debidamente 
motivadas, que sea reacia a la oscuridad y que busque siempre atender las 
necesidades de los ciudadanos. Solo así, se creará valor público dentro de 








1. A fin de incrementar la predictibilidad judicial, es necesario que exista un 
banco de decisiones jurisdiccionales de los jueces que conforman las salas 
penales de la Corte Suprema de Justicia, el cual sea de acceso público y que 
difunda la integridad de las sentencias. Con ello, se logrará contar con un 
sistema articulado que permita analizar la línea de pensamiento adoptada por 
cada juez. De esta forma, los ciudadanos podrán predecir cómo resolverá 
cada juez en casos similares. Para lograr esto, es necesario contar con apoyo 
informático, de tal forma que se ponga a disposición del público un buscador 
por tema. Se propone que dicho buscador no solo se divida por categoría de 
delitos (delitos contra la vida, el cuerpo y la salud; delitos contra el honor; 
delitos contra la familia; delitos contra el patrimonio; delitos contra la libertad; 
delitos contra la confianza y la buena fe en los negocios; delitos contra los 
derechos intelectuales; abuso de autoridad; corrupción de funcionarios, entre 
otros), sino que se incluya los delitos dentro de cada una de las categorías 
mencionadas.  
 
Con este mecanismo se logrará fomentar la transparencia y un mayor acceso 
a la información de la función judicial. Queda claro que la trayectoria de un 
juez en lo que a sus pronunciamientos se refiere puede cambiar con el tiempo, 
por lo que, en caso el juez cambie su criterio deberá fundamentar dicho 
cambio en la sentencia. De esta forma, los ciudadanos podrán conocer con 
relativa certeza cómo actuarán los jueces en sus funciones y se contará con 
un sistema coherente y articulado de los criterios del juez al resolver casos 
similares.  
 
2. A fin de transparentar la gestión de los jueces que conforman las salas 
penales de la Corte Suprema del Perú se recomienda poner a disposición de 
los ciudadanos información de cada uno de estos jueces en lo que a 
trayectoria profesional y académica se refiere. Es así que se recomienda 
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incluir información sobre su trayectoria laboral tanto en el sector público como 
en el privado, a fin de evitar conflictos de intereses. Del mismo modo, se debe 
detallar la carrera judicial de cada juez, de modo que se pueda visualizar los 
méritos que alcanzó que ameritaron su nombramiento. Asimismo, debe 
incluirse el récord disciplinario.   
 
3. Se recomienda también que esta información esté disponible on line, ya que 
gracias al apoyo del aporte tecnológico los expedientes en consulta estarán 
disponibles siempre, los mismos que podrán contribuir a un sistema de justicia 
moderno que asegure transparencia, eficiencia, predictibilidad y seguridad 
jurídica y a su vez estará ligada a la estabilidad en el sistema jurisdiccional, 
pues se evitará pronunciamientos discordantes o contradictorios ante casos 
similares. 
 
4. En esta línea de ideas, coincido con lo señalado en la recomendación N° 7 
del Informe de la Comisión Consultiva para la Reforma del Sistema de Justicia 
(Anexo N° 7), en el sentido de introducir un nuevo título al Texto Único 
Ordenado de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
donde se establezca la obligación de todas las entidades que conforman el 
sistema de justicia de publicar la información mencionada en las 
recomendaciones 1) y 2).     
 
5. Se recomienda crear un sistema de monitoreo, seguimiento y evaluación de 
los resultados producto de las recomendaciones planteadas en el presente 
trabajo de investigación. A pesar de que este sistema escapa del alcance de 
la investigación, se recomienda que dicho sistema se encuentre a cargo de 
las reparticiones a crearse o a adaptarse dentro del Poder Judicial del Perú.      
 
6. Es necesario revisar el artículo 289° de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 
evaluar su modificación en el sentido de evitar al máximo las reuniones 
privadas entre jueces, litigantes y abogados por ser desde aquí donde surgen 
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Los señores jueces y trabajadores del Poder Judicial participantes en el Octavo 
Congreso Nacional de Jueces realizado en la ciudad de Arequipa los días 3, 4 y 5 
de diciembre del presente año, declaramos lo siguiente: 
 
PRIMERO:  Reafirmar nuestro compromiso institucional y frente al país por una 
impartición de justicia transparente, oportuna, célere y eficaz, con 
pleno respeto a la autonomía del Poder Judicial e independencia de 
los jueces, condición necesaria para la tutela eficaz de los derechos 
fundamentales y de la vigencia del Estado democrático y 
constitucional de Derecho.  
 
SEGUNDO.- Respaldar al señor Presidente del Poder Judicial, Dr. Víctor Ticona 
Postigo, a la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia y al Consejo 
Ejecutivo del Poder Judicial por las gestiones realizadas ante los 
Poderes Ejecutivo y Legislativo para la atención inmediata de los 
recursos económicos esenciales para la institución, demandando una 
partida presupuestal acorde con las necesidades del desempeño de 
la función jurisdiccional que la Constitución nos confía y de las 
exigencias de justicia de nuestra sociedad.  
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TERCERO:  Reconocer los esfuerzos de los órganos de gobierno de la judicatura 
nacional en la implementación de la Nueva Ley Procesal del Trabajo 
y del Nuevo Código Procesal Penal, así como cada una de las 
acciones y medidas adoptadas para su fortalecimiento. Así mismo, 
destacar que la iniciativa del Poder Judicial para implementar los 
juzgados de flagrancia, como respuesta inmediata para combatir la 
delincuencia común que atenta contra la seguridad ciudadana, haya 
sido acogida por el Poder Ejecutivo con la dación del D. Leg. N° 1194, 
debiendo dotarse de un presupuesto específico y de un mayor 
número de órganos jurisdiccionales para garantizar su debido 
funcionamiento.  
 
CUARTO:  Saludar la implementación progresiva de diversos servicios basados 
en el uso de las Tecnologías de la Información y la Comunicación – 
TIC, como son el Sistema de Notificaciones Electrónicas (SINOE), 
Control Biométrico para Procesados y Sentenciados Libres, 
Depósitos Judiciales Electrónicos, Remates Electrónicos Judiciales, 
Publicación de Edictos Judiciales Electrónicos, Alertas de 
Prescripción, entre otros, con el objeto de brindar a los justiciables 
una administración de justicia oportuna y eficiente y coadyuvar a 
mejorar la labor que realizan los diversos Órganos Jurisdiccionales a 
nivel nacional.  
 
QUINTO:   Destacar los espacios de discusión y debate promovidos por el Poder 
Judicial para modificar la Ley de Carrera Judicial de conformidad con 
los preceptos constitucionales e instrumentos internacionales, 
respetándose el estatuto de los jueces, los derechos, obligaciones y 
deberes de los magistrados de todas las instancias; se garantice la 
transparencia en el ingreso a la carrera judicial, la permanencia, 
inamovilidad y terminación en el cargo, el desarrollo profesional y 
ascenso en la carrera judicial, así como la determinación de su 
responsabilidad funcional acorde con disposiciones reglamentarias 
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claras y objetivas.  
 
SEXTO:  Resaltar la función de los órganos de control de la judicatura, como 
instrumento de importancia fundamental para garantizar la 
independencia interna y externa del juez, la integridad de la judicatura, 
su impacto en la mejora del servicio de justicia y la lucha contra la 
corrupción.  
 
SÉPTIMO:  Expresar nuestro agradecimiento a la histórica ciudad de Arequipa 
por brindar su cálida acogida a cada uno de los participantes.  
Arequipa, 5 de diciembre de 2015  
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Anexo 2: IX Congreso Nacional de Jueces – Declaración de Lambayeque 
 
 
El IX Congreso Nacional de Jueces se realizó en la Corte Superior de Justicia de 
Lambayeque en la ciudad de Chiclayo, los días 18, 19 y 20 de agosto del año 2016.  
 
Se trataron cuatro Ejes Temáticos que fueron los siguientes: 1) Independencia del 
Poder Judicial, subdividido en el rol del Poder Judicial y medios de comunicación; 
2) Seguridad ciudadana y reforma penal y de familia, que se subdividió en rol del 
juez y la seguridad ciudadana, funcionamiento de órganos jurisdiccionales que 
tramitan denuncias con el proceso inmediato y con la nueva ley de violencia en el 
entorno familiar; 3) Organización y gestión judicial ambiental, que comprendió 
unidades ejecutoras del Poder Judicial, gestión ambiental, retos para el Poder 
Judicial en justicia ambiental y plan estratégico de tecnologías de información y 
comunicaciones y el SINOE; y, 4) Sistema de evaluación y control de la 
magistratura, que tuvo como subtemas: reglamento de evaluación, ratificación y 
selección, y reglamentos de procedimientos disciplinarios.  
 
Se llegaron a importantes conclusiones entre las cuales se puede resaltar las 
siguientes:  
 
• Establecer como política de Estado la protección del medio ambiente 
para fortalecer la lucha contra los delitos ambientales desde una 
perspectiva interinstitucional (Ministerio de Ambiente, Gobiernos, 
Regionales, Ministerio Público, Poder Judicial y otros).  
 
• Promover la autonomía presupuestal del Poder Judicial, por una 
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autonomía económica que permita a nuestra institución administrar y 
gestionar con recursos financieros suficientes para asegurar la 
eficiencia y eficacia en los servicios que prestamos a los justiciables.  
 
• El juez debe de someterse a la constitución y a la ley, y no a 
disposiciones de carácter administrativo.  
 
• Consolidar la publicidad de las decisiones judiciales, por cuanto toda 
persona tiene el derecho a conocer el contenido de las resoluciones 
judiciales y tener acceso de forma sencilla a obtener esta información, 
con el objeto de poner al alcance de la ciudadanía las decisiones 
judiciales.  
 
• Difundir las buenas prácticas institucionales, que son una acción o 
conjunto de acciones ejecutadas ante una necesidad detectada, que 
optimizan los estándares de servicio, el desempeño, agilizan los 
procedimientos o mejoran los resultados producidos, entre otros 
aspectos.  
 
• Los jueces deben de resolver sus casos utilizando un lenguaje 
sencillo y comprensible para los ciudadanos, a efecto de que los 
usuarios de la administración de justicia ejerzan su derecho a 
comprender las decisiones judiciales y que facilite su acceso a la 
administración de justicia para que puedan seguir sus procesos por 
medio del lenguaje claro y accesible a toda la ciudadanía.  
 
• Afianzar y elaborar protocolos de acción entre Ministerio Público, 
Poder Judicial, Policía Nacional, Ministerio de Salud, Educación y 
otras instituciones vinculadas a temas de familia y violencia de género 
a efectos de que cada institución cumpla el rol que le corresponde.  
 
• Emitir acuerdos plenarios respecto a las decisiones judiciales con 
enfoque de género.  
 
110 
• Proponer que los programas de Justicia en tu Comunidad y Acceso a 
las Poblaciones Vulnerables se establezca como un Programa de 
Proyecto por Resultados.  
 
• Fortalecer el sistema de corporativizarían bajo los siguientes 
aspectos: a. Racionalización del personal acorde al módulo 
corporativo. b. Fortalecer la figura del juez coordinador en la labor de 
administración, para garantizar que se adopten y se ejecuten las 
medidas jurisdiccionales que garanticen el acuerdo al servicio de 
justicia.  
 
• Separar y delimitar las funciones jurisdiccionales y administrativas, 
bajo la conducción del juez en el aspecto organizacional, teniendo 
como herramienta de trabajo al Sistema Integrado Judicial.  
 
• Reformular la medición de la carga y producción jurisdiccional de los 
órganos jurisdiccionales, teniendo en cuenta que las sentencias 
emitidas por los juzgados es uno de los productos que se genera 
mediante el trabajo que se realiza en el despacho judicial.  
 
• Establecer mecanismos técnicos que permitan acceder a las 
estadísticas judiciales de forma sencilla.  
 
• Continuar con el nombramiento de los jueces a través del CNM y 
perfeccionar los requisitos de ingreso a la carrera judicial. 
 
Chiclayo, 20 de agosto de 2016  
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Nota de Prensa Oficial 
 
1. Uno de cada dos usuarios confía en la labor del Poder Judicial 
 
• Estudio de satisfacción de usuarios revela que la confianza de 
quienes directamente acuden a la justicia –como abogados, 
demandantes y demandados– aumentó considerablemente en 
el último año 
• Refiere que el 62% del público quedó satisfecho con el 
servicio de información y orientación que recibió 
 
El Poder Judicial aumentó considerablemente su índice de confianza entre 
las personas que directamente activan el sistema de justicia, como 
abogados, demandantes y demandados. Así lo demuestra un reciente 
estudio que revela que el 45% de usuarios confía en la labor de este poder 
del Estado. 
  
Según el Estudio de Satisfacción del Usuario del Poder Judicial, realizado 
por la encuestadora Vox Populi Comunicación y Marketing, la confianza en 
el Poder Judicial creció en 8 puntos porcentuales respecto a febrero de 2014, 
en que dicho índice se situó en 37%. 
  
Dicha encuesta, realizada en el mes de noviembre en Lima y Callao, refiere 
que, en el caso de la Corte Suprema de Justicia, la confianza del público 
aumentó a 51%. 
 
2. Más satisfacción del público 
  
• La investigación señala que un 55% de usuarios considera que los 
servicios que ofrece el Poder Judicial en general han mejorado en 
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el último año. En el caso de la Corte Suprema este índice creció a 
70%.  
 
• Asimismo, refiere que el 62% de encuestados quedó satisfecho 
con el servicio de información y orientación que recibió en el Poder 
Judicial en su conjunto. En la Corte Suprema esta satisfacción 
alcanza el 74%.   
 
• Además, el 45% de usuarios dijeron estar satisfechos con el 
acceso a expedientes, mientras que el 52% expresaron estarlo con 
la eficiencia informática que posee el Poder Judicial.  
 
• De igual modo, el 51% dijo estar satisfecho con la infraestructura 
física del Poder Judicial, y el 51% con el servicio de mesa de 
partes.   
 
• En general, el 44% de encuestados quedó satisfecho con la 
atención que recibió por parte del Poder Judicial en su conjunto. En 
la Corte Suprema esta satisfacción alcanza el 61%.   
 
3. Desconcentración judicial 
  
Cabe subrayar que los encuestados destacaron que la política de 
desconcentración de los órganos jurisdiccionales, emprendida con éxito por 
la gestión del doctor Enrique Mendoza Ramírez, ha traído grandes 
beneficios y mejoras en la atención a los usuarios.   
  
• Esto se desprende en que el índice de satisfacción general con la 
atención recibida asciende a 56% en la Corte de Lima Norte, a 
53% en la Corte de Lima Este, a 50% en la Corte de Lima Sur, y a 
47% en la Corte de Ventanilla.   
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• Estos buenos resultados colisionan con lo que ocurre con la Corte 
Superior de Lima, en la cual la satisfacción de los usuarios fluctúa 
entre 35% (en el edificio Alzamora Valdez) y 41% (edificio Anselmo 
Barreto).  
 
• Por ello, el público usuario confía en que las políticas de 
desconcentración judicial sean continuadas por el presidente electo 
de la Corte Superior de Lima, doctor Oswaldo Ordoñez.  
 
4. Ficha técnica 
  
• La encuesta fue realizada a 760 usuarios de ocho órganos 
jurisdiccionales del Poder Judicial de Lima y Callao, del viernes 21 
al martes 25 de noviembre de 2014.  
  
Lima, 30 de diciembre de 2014 









Anexo 5: Hoja para la consulta de expedientes de la Sala Penal Permanente 





Anexo 6: Resolución Administrativa N° 044-2013-CE-PJ del Consejo 








































































































































Anexo 9: Matriz de consistencia  
 
Problema Objetivos Hipótesis Variables
Problema general Objetivo general Hipótesis general Variable independiente
¿Cómo un sistema judicial que no 
gestiona adecuadamente la 
información con incidencia 
jurisdiccional en los procesos 
penales ante la Corte Suprema de 
Justicia del Perú propicia actos de 
corrupción, socaba la integridad 
de los jueces y la reputación 
institucional?
Determinar cómo un sistema judicial 
que no gestiona adecuadamente la 
información con incidencia 
jurisdiccional en los procesos 
penales ante la Corte Suprema de 
Justicia del Perú propicia actos de 
corrupción, socaba la integridad de 
los jueces y la reputación 
institucional. 
 H0: Un sistema judicial que no 
gestiona adecuadamente la 
información con incidencia 
jurisdiccional en los procesos 
penales ante la Corte Suprema de 
Justicia del Perú propicia actos de 
corrupción, socaba la integridad de 
los jueces y la reputación 
institucional. 
• Reputación institucional.
Problema específico Objetivos específicos Hipótesis específicas Variables Dependientes
 ¿Cómo se gestiona la 
información con incidencia 
jurisdiccional en los procesos 
penales ante la Corte Suprema?
Determinar cómo se gestiona la 
información con incidencia 
jurisdiccional en los procesos 
penales ante la Corte Suprema.
 H0: Se gestiona la información con 
incidencia jurisdiccional en los 
procesos penales ante la Corte 
Suprema.
¿Cómo influye una mala gestión 
de la información con incidencia 
jurisdiccional en la comisión de 
actos de corrupción?  
Determinar cómo influye una mala 
gestión de la información con 
incidencia jurisdiccional en la 
comisión de actos de corrupción.
 H0: Influye una mala gestión de la 
información con incidencia 
jurisdiccional en la comisión de 
actos de corrupción.
¿Cómo influye una mala gestión 
de la información con incidencia 
jurisdiccional en la integridad de 
jueces, así como socaba la 
reputación institucional del Poder 
Judicial?
Determinar cómo influye una mala 
gestión de la información con 
incidencia jurisdiccional en la 
integridad de jueces, así como 
socaba la reputación institucional del 
Poder Judicial.
 H0: La mala gestión de información 
con incidencia jurisdiccional en la 
integridad de jueces, socaba la 
reputación institucional del Poder 
Judicial.
“ANÁLISIS DE LA REPUTACIÓN INSTITUCIONAL DEL PODER JUDICIAL Y LA INTEGRIDAD DE SUS JUECES POR UNA GESTIÓN DEFICIENTE DE LA INFORMACIÓN CON 
INCIDENCIA JURISDICCIONAL EN LOS PROCESOS PENALES ANTE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DEL PERÚ”
Autor: Montero Musso, Rosa María 
Metodología Población
•Población: Personas que 
tengan o hayan tenido 
conocimiento acerca de la 
eficiencia del PJ sea como 
usuario o por haber 
accedido a fines 
academicos o contacto 
personalmente. 
• Muestra: 266 personas 




• Gestión de la información.
• Incidencia jurisdiccional.
•Tipo de investigación: 
Descriptivo - Explicativo.
• Nivel de investigación: 
Descriptiva.
























Anexo 11: Batería de preguntas – Entrevistas a profundidad 
Modelo I 
 
1. Preguntas vinculadas con el objetivo 1: Cómo se gestiona la información 
con incidencia jurisdiccional en los procesos penales ante la Corte 
Suprema. 
 
1.1 ¿Considera que es accesible la información que usted solicita como 
litigante a la Corte Suprema de Justicia? 
 
1.2 ¿Qué tipo de información considera usted que no está a su 
disposición en la Corte Suprema y le gustaría tener? 
 
1.3 ¿En qué medida cree que usted como abogado litigante de la Corte 
Suprema pueden ahorrar tiempo, disminuir costos y acceder a un 
servicio de mayor calidad con mayor información pública? 
 
1.4 ¿Qué actos de las causas en trámite cree usted que deben estar 
transparentados? (considerar que hay actos que no pueden 
publicarse antes de emitir la sentencia)  
 
1.5 ¿Cree usted que todas las sentencias dictadas por la Corte Suprema 
de Justicia deben estar publicadas? 
 
1.6 Se habla de una cultura del secreto en el sistema de justicia. ¿Qué 
me puede decir al respecto? ¿Está de acuerdo en que esta cultura 
del secreto se encuentra presente en la Corte Suprema? De ser así, 
¿cuáles cree que serían los principales motivos? 
  
 
2. Preguntas vinculadas al objetivo 2: Determinar cómo influye una mala 
gestión de la información con incidencia jurisdiccional en la comisión 
de actos de corrupción. 
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2.1 El sistema de justicia es percibido por la ciudadanía como un espacio 
de difícil acceso por varios factores, uno de los cuales es la forma 
poco transparente en que se toman las decisiones jurisdiccionales, lo 
cual genera la sensación de ser susceptible de ceder ante presiones 
o incurrir en casos de corrupción. ¿Cree que de haberse 
transparentado más información hubiera en cierta forma colaborado 
a evitar la crisis judicial actual?   
 
3. Preguntas vinculadas al objetivo 3: Determinar cómo influye una mala 
gestión de la información con incidencia jurisdiccional en la integridad 
de los jueces (supremos en los procesos penales), así como socaba la 
reputación institucional del Poder Judicial. 
 
3.1 La reputación institucional es el conjunto de apreciaciones que el 
público tiene sobre una institución, sea esta pública o privada. En este 
contexto, ¿cree que una mayor transparencia en la información podría 
incidir en la reputación institucional de la Corte Suprema? 
 
3.2 En la línea de la pregunta 1 del Objetivo No. 2, ¿cree que si se 
empieza a transparentar mayor información podría mejorar la 
reputación del sistema de justicia, específicamente de la Corte 





1. Preguntas vinculadas con el objetivo 1: Cómo se gestiona la información 
con incidencia jurisdiccional en los procesos penales ante la Corte 
Suprema. 
 
1.1 De su experiencia y análisis de estas situaciones, ¿Cree que 
actualmente los litigantes ante la Corte Suprema se relacionan bien 
con el sistema de justicia? 
 
1.2 ¿En qué media cree que los litigantes ante la Corte Suprema pueden 
ahorrar tiempo, disminuir costos y acceder a un servicio de mayor 
calidad con mayor información pública? 
 
1.3 Se habla de una cultura del secreto en el sistema de justicia. ¿Qué 
me puede decir al respecto? ¿Está de acuerdo en que esta cultura 
del secreto se encuentra presente en la Corte Suprema? De ser así, 
¿cuáles serían los principales motivos? 
 
1.4 Hablemos ahora del gobierno abierto. La transparencia y el acceso a 
la información pública son sus pilares. ¿Cómo cree que esto puede 
mejorarse en la Corte Suprema a fin de promover una cultura de 
transparencia y evitar así la corrupción?  
 
2. Preguntas vinculadas al objetivo 2: Determinar cómo influye una mala 
gestión de la información con incidencia jurisdiccional en la comisión 
de actos de corrupción. 
 
2.1 El sistema de justicia es percibido por la ciudadanía como un espacio 
de difícil acceso por varios factores, uno de los cuales es la forma 
poco transparente en que se toman las decisiones jurisdiccionales, lo 
cual genera la sensación de ser susceptible de ceder ante presiones 
o incurrir en casos de corrupción. ¿Cree que de haberse 
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transparentado más información hubiera en cierta forma colaborado 
a evitar la crisis judicial actual?   
 
3. Preguntas vinculadas al objetivo 3: Determinar cómo influye una mala 
gestión de la información con incidencia jurisdiccional en la integridad 
de los jueces (supremos en los procesos penales), así como socaba la 
reputación institucional del Poder Judicial. 
 
3.1 La reputación institucional es el conjunto de apreciaciones que el 
público tiene sobre una institución, sea esta pública o privada. En este 
contexto, ¿cree que una mayor transparencia en la información podría 
incidir en la reputación institucional del Poder Judicial? 
 
En la línea de la pregunta 1 del Objetivo No. 2, ¿cree que si se 
empieza a transparentar mayor información podría mejorar la 





1. Preguntas vinculadas con el objetivo 1: Cómo se gestiona la información 
con incidencia jurisdiccional en los procesos penales ante la Corte 
Suprema. 
 
1.1 ¿Qué tipo de información con incidencia jurisdiccional es pública? 
 
1.2 ¿Qué criterios se utilizan en la Corte Suprema para determinar si debe 
o no ser publicada dicha información?  
 
1.3 ¿Cree que actualmente los litigantes ante la Corte Suprema se 
relacionan bien con el sistema de justicia? 
 
1.4 ¿En qué media cree que los litigantes ante la Corte Suprema) pueden 
ahorrar tiempo, disminuir costos y acceder a un servicio de mayor 
calidad con mayor información pública? 
 
1.5 ¿Qué actos de las causas en trámite se encuentra transparentada? 
¿Qué información se encuentra transparentada en los casos con 
sentencia? 
 
1.6 1.6 Se habla de una cultura del secreto en el sistema de justicia. ¿Qué 
me puede decir al respecto? ¿Está de acuerdo en que esta cultura 
del secreto se encuentra presente la Corte Suprema? De ser así, 
¿cuáles serían los principales motivos? 
 
1.7 Hablemos ahora del gobierno abierto. La transparencia y el acceso a 
la información pública son sus pilares. ¿Cómo se está aplicando este 
concepto en la Corte Suprema? ¿Cómo se está trabajando los 
conceptos de autonomía e independencia judicial en el marco del 




2. Preguntas vinculadas al objetivo 2: Determinar cómo influye una mala 
gestión de la información con incidencia jurisdiccional en la comisión 
de actos de corrupción. 
 
2.1 El sistema de justicia es percibido por la ciudadanía como un espacio 
de difícil acceso por varios factores, uno de los cuales es la forma 
poco transparente en que se toman las decisiones jurisdiccionales, lo 
cual genera la sensación de ser susceptible de ceder ante presiones 
o incurrir en casos de corrupción. ¿Cree que de haberse 
transparentado más información hubiera en cierta forma colaborado 
a evitar la crisis judicial actual?   
 
3. Preguntas vinculadas al objetivo 3: Determinar cómo influye una mala 
gestión de la información con incidencia jurisdiccional en la integridad 
de los jueces (supremos en los procesos penales), así como socaba la 
reputación institucional del Poder Judicial. 
 
3.1 La reputación institucional es el conjunto de apreciaciones que el 
público tiene sobre una institución, sea esta pública o privada. En este 
contexto, ¿cree que una mayor transparencia en la información podría 
incidir en la reputación institucional? 
 
3.2 En la línea de la pregunta 1 del Objetivo No. 2, ¿cree que si se 
empieza a transparentar mayor información podría mejorar la 
reputación del sistema de justicia a pesar de la crisis judicial actual?  
 
